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El 30 de enero del 2020 la OMS declara al 
Coronavirus como una emergencia interna-
cional de salud pública. México pone en mar-

cha sus protocolos sanitarios cerrando entidades 
gubernamentales, espacios públicos y escuelas 
en todos sus niveles educativos. El 20 de marzo 
del año en curso nuestra Facultad interrumpe sus 
actividades académicas y administrativas para 
proteger la salud de nuestra comunidad; tres días 
después nuestra Universidad Nacional cierra sus 
instalaciones de manera general para mantener 
el distanciamiento sanitario. El 30 de marzo Mé-
xico declara emergencia sanitaria por Covid-19.

El equipo editorial de Amicus Curiae no se 
detiene y se empiezan a generar estrategias de 
trabajo vía remota para la continuidad de nues-
tras publicaciones. Para este número 19 nos pre-
senta dos manuscritos de interés jurídico para 
nuestra comunidad y sus lectores; en la sección 
de artículos arbitrados una colaboración auto-
ral tripartita desde la República de Cuba, quien 
nos ofrecen un texto intitulado “El campo de apli-
cación de la auditoría ambiental en el siglo XXI” 
exponiéndonos la importancia de los recursos 
energéticos finitos y como es que se generan po-
líticas públicas locales y el derecho ambiental 
para su permanencia y cuidado. En la sección 
Notas y Reseñas se presenta un texto sobre “El Ré-
gimen Constitucional de Luxemburgo” que va de 
su instauración histórica como Estado Soberano, 
hasta el análisis de su régimen constitucional.

Los invitamos a leer este número en tiempos de 
distanciamiento social donde la lectura es el apor-
te para el enriquecimiento del espíritu y la cura 
para la incertidumbre. Amicus Curiae les desea 
salud, bienestar y agradece a nuestros lectores, co-
laboradores y equipo de trabajo la dedicación y es-
fuerzo para seguir en este proyecto de divulgación 
de nuestra Facultad de Derecho de la Universidad 
Nacional Autónoma de México vía remota aislados 
de nuestras aulas de estudio y centros académicos.

AMICUS CURIAE está disponible tanto en el si-
tio web de nuestra Facultad, como en el Portal de 
Revistas Científicas y Arbitradas de la UNAM.  

Secretaría Técnica de Cuerpos Colegiados.
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AMICUS CURIAE
REVISTA ELECTRÓNICA DE LA FACULTAD DE DERECHO

Alcides Antúnez Sánchez 
Il ianys Matos Guerra 
Ileana Quesada Reyes

Resumen: 

A escala global, aprovechar las potencialidades 
energéticas que el ambiente aporta al hombre si-
gue siendo un reto para la comunidad científica. 
Los gobiernos implementan estrategias que fo-
mentan el incremento de parques eólicos, el uso 
de celdas fotovoltaicas a través de paneles solares, 
e hidroeléctricas para la obtención de energía que 
aporta el agua, para el uso del consumo humano 
a través de la red eléctrica. Empero, para conseguir 
este fin, se hace indispensable, la publicación por 
parte de los Estados de cuerpos legales en los or-
denamientos jurídicos que ofrezcan incentivos di-
rigidos a la producción de energía a partir del uso 
de las fuentes renovables, y el diseño de estrategias 
de desarrollo con el uso de los avances científicos 
para modificar la matriz energética, no solo a nivel 
regional, sino a nivel nacional, de manera que sea 
creciente su aporte a para lograr una matriz ener-
gética sostenible en consonancia con los Objetivos 
del Milenio para el 2030.

Palabras claves: energía eólica, energía 
hídrica, energía solar

EL CAMPO DE APLICACIÓN DE 
LA AUDITORÍA AMBIENTAL 
EN EL SIGLO XXI

Abstract: 

On a global scale, taking advantage of the 
energy potential that the environment brings to 
man continues to be a challenge for the scientific 
community. Governments implement strategies 
that promote the increase in wind farms, the use 
of photovoltaic cells through solar panels, and hy-
droelectric cells to obtain energy provided by wa-
ter, for human consumption through the electricity 
grid. However, to achieve this end, the publication 
by the States of legal bodies in the legal systems 
that offer incentives aimed at energy production 
from the use of renewable sources, and the design 
of development strategies is essential. with the use 
of scientific advances to modify the energy matrix, 
not only at the regional level, but also at the natio-
nal level, so that its contribution to achieve a sus-
tainable energy matrix in line with the Millennium 
Goals for 2030 is increasing.

Keywords: wind energy, hydro energy, 
solar energy
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Material y métodos: 

El ensayo caracteriza el campo de acción de la 
auditoría ambiental en los diferentes escenarios 
donde se ejecuta por el equipo auditor de la En-
tidad Fiscalizadora Superior en las etapas estudia-
das de la auditoría ambiental en Cuba. Se parte de 
su origen, desarrollo, y evolución de su tratamien-
to teórico doctrinal, y como se ha regulado en la 
legislación hasta el siglo XXI, concluyendo con el 
control ejecutado a las energías renovables por las 
formas de gestión que la implementan para miti-
gar la contaminación y alcanzar el desarrollo sos-
tenible al modificarse la matriz energética en rela-
ción a los Objetivos del Milenio para el 2030. Para 
ello, se han utilizado los métodos de la investiga-
ción como el de análisis síntesis, histórico compa-
rado, revisión bibliográfica, inducción deducción. 

Sumario

I. Introducción. 
II. La auditoría ambiental, origen, evolución y 

desarrollo en el campo del control público.
III. La auditoría como actividad de control am-

biental en el campo de acción en el sector empre-
sarial. 

IV.La auditoría ambiental, campos de aplica-
ción en la protección del ambiente. 

4.1 La auditoría ambiental aplicada como eva-
luadora a las fuentes no renovables de energía. 

4.1.1 Las energías renovables, su uso, implemen-
tación y regulación en el ordenamiento jurídico 
cubano a partir del control público ambiental. 

V. Conclusiones. 
VI. Referencias bibliográficas.
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I. Introducción

El problema de la energía y el ahorro energéti-
co se convierte hoy en un problema relevante a te-
ner en cuenta en el siglo XXI. La energía se obtiene 
a partir de las fuentes de energía y las cantidades 
disponibles de dichas fuentes es lo que se deno-
mina recursos energéticos que los recursos natura-
les le aportan al hombre en su relación difusa con 
la naturaleza.

Cambiar la explotación de los recursos finitos 
constituye un reto para la Administración Pública, 
para ello fomenta el uso de las fuentes de ener-
gías renovables, a partir del uso de la energía so-
lar fotovoltaica, eólica, geotérmica, termo solar, hi-
droeléctrica, bioenergía y el poder de las corrientes 
marinas, siendo un tema recurrente en las políticas 
públicas en Cuba. 

En consecuencia, el avance que han experi-
mentado el uso de estas energías se ha extendido 
globalmente en el actual siglo, por estar disponi-
bles en todo el mundo, al contrario que las tradi-
cionales como el gas, carbón y petróleo, las cuales 
se concentran en algunos países en concreto y son 
finitas.

Los estudios realizados en el mundo académi-
co ponderan que el uso de las energías renovables, 
lo cual permite obtener energías más limpias, las 
que no generan desechos peligrosos, son fáciles 
de desmontar, aumentan la autonomía en las re-
giones, generan puestos de trabajos verdes, conce-
bidas como energías seguras, y son fuentes inago-
tables en su uso y explotación por el hombre en su 
relación con el ambiente. 

Ha dado lugar desde la ciencia social del Dere-
cho, al avance y aplicación del Derecho Internacio-
nal Energético al ser los Tratados su núcleo duro, 
desarrollado como una nueva rama del Derecho, 
para ello el Derecho Energético por objeto ordenar 
y regular en su amplio espectro y en la totalidad 
de sus manifestaciones, la actividad y el comercio 

internacional de la energía. 
Por la complejidad y amplia variedad de su ob-

jeto de regulación, el Derecho Internacional de la 
Energía abarca campos y aspectos del Derecho 
Internacional Público y del Derecho Internacional 
Privado, del Derecho Económico, Mercantil, Admi-
nistrativo, Ambiental, Fiscal y el Derecho Constitu-
cional. 

De ahí que, en los últimos años, una importan-
te corriente doctrinal latinoamericana y otras como 
la española, la francesa y la italiana, se pronuncien 
por el manejo del término conceptual de Derecho 
Internacional de la Energía y de los productos bási-
cos, lo que los juristas ingleses han dado en llamar 
International Law of Energy and Raw Materials.

Desde el Derecho Administrativo Ambiental, la 
actividad de control “auditoría ambiental”, aparece 
para que la Administración Pública pueda conocer 
el grado de cumplimiento de las políticas públicas 
y evaluar el cumplimiento de la legalidad de las 
normas en el orden ambiental, incidentes en lo-
grar alcanzar el desarrollo sostenible en atención a 
los Objetivos del Milenio para el 2030 pertinentes 
para el ahorro y la eficiencia energética al fomen-
tar la energía verde.   

II. La auditoría ambiental, origen, evolución 
y desarrollo en el campo del control público

Para analizar la auditoría ambiental, es preciso 
iniciar su estudio desde los orígenes de la auditoría 
como hoy se le conoce “actividad de control”; la 
historia devela que se remonta su hacer al Egipto 
antiguo, donde los soberanos para evitar desfalcos 
en las cuentas de sus residencias o en la cons-
trucción de obras públicas aplicaban medidas de 
control. Esta práctica en materia de control, estuvo 
presente en las civilizaciones antiguas, la que des-
aparece junto con el mercado y el sistema mone-
tario al finalizar esta etapa histórica y comenzar la 
Alta Edad Media, caracterizada por el predominio 
de la economía natural. (VILLARDEFRANCOS ÁL-
VAREZ, et al. 2006, pp.53-59)
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Al estudiar la institución jurídica de la auditoría, 
es pertinente visualizarla en la época posterior a la 
invención de la escritura, aunque su práctica pro-
ceda de civilizaciones tan antiguas como la egip-
cia, en la que se procedía a controlar los ingresos 
de los impuestos y los gastos, subdividiendo la ta-
rea entre recaudadores distintos, conociendo cada 
uno de ellos que su labor sería revisada con poste-
rioridad por un funcionario distinto, para determi-
nar el honesto manejo de los mismos como por 
los recaudadores encargados de estas funciones. 

En esta época estudiada, el pueblo era someti-
do al pago de tributos por el soberano que lo do-
minaba, se conoce como contribución (impuesto); 
para su control se designaban revisores, quienes 
realizaban la actividad de fiscalización para la ad-
ministración de sus riquezas, se evidencia también 
esta práctica en la civilización del pueblo Sumerio, 
en los años 3,300 antes de Cristo. 

En Europa, en las naciones de Inglaterra y Es-
cocia en 1130, se comenzó el uso de los llamados 
Registros de los Erarios, como una especie de re-
gistro contable. Se signa que el título de Auditor 
fue para las personas que dominaban esta técnica, 
iniciándose las asociaciones de estos profesionales 
en el Colegio de Contadores de Venecia en Italia, 
los Consejos Londinenses en Inglaterra y el Tribunal 
de Cuentas de París.

En Gran Bretaña, BARREIRO ZABALA (1922, p.4) 
en sus estudios refiere “…la inspección de cuentas o 
libros data de época muy remota. En el año 1299, 
según se lee en los archivos del Ayuntamiento de 
Londres, se nombraba una persona que ejercía el 
cargo de Auditor o Inspector para que revisara las 
cuentas de aquel municipio…” 

La razón de ser Gran Bretaña, la cuna de la ins-
titución jurídica de la auditoría, se explica por ser el 
país pionero en la Revolución Industrial, precursor y 
máximo exponente de las técnicas de auditoría en 
su desarrollo, cuestión que se debe a dos causas, 
por un lado: al alto nivel del desarrollo industrial y 

financiero, y haber contado con la experiencia de 
siglos de los Consejos Londinenses, precursores de 
las actuales asociaciones profesionales de audi-
tores. (VILLARDEFRANCOS ÁLVAREZ, et al. 2006, 
pp.53-59)

En el resto de los países europeos, se introdu-
jeron estos medios de control en la época del Re-
nacimiento. A partir del siglo XII, en el período de 
Baja Edad Media, trajo consigo el resurgimiento de 
las ciudades, el florecimiento de los oficios y el de-
sarrollo del comercio, los que exigían determina-
dos tipos de evidencia documental en la actividad 
mercantil. 

BALLESTEROS & MARÍN-BALDO (1924, p.24) 
son del criterio que hacia el siglo XIII se generaliza 
el uso del papel, aquí en este momento histórico, 
pudo obtener la contabilidad sensibles progresos. 
Más tarde, ya avanzado el siglo XVII, la Ordenanza 
francesa de 1673, perfiló la obligación de conservar 
y transcribir en un libro los aspectos contables, for-
mulándose semestralmente los inventarios. 

En España, país que cuenta con la legislación 
sobre el tema analizado más antigua del mundo, 
dispone la obligatoriedad para todos los comer-
ciantes y banqueros, nacionales o extranjeros, resi-
dentes en los reinos de Castilla, de llevar sus cuen-
tas por el sistema de partida doble. Así, el origen 
de la auditoría es corroborado en el Tribunal de 
Cuentas de España, y se remonta a los tiempos de 
Sancho IV el Bravo, Rey de Castilla y León (1284-
1295), pocos años después surgía en Navarra bajo 
el reinado de Carlos II, el Malo, una institución de 
características similares, donde la Cámara, especie 
de consejo real para asuntos económicos tuvo fa-
cultades como Tribunal de Cuentas. (MARTÍNEZ 
GARCÍA, 1992, p.62). 

Se aprecia en el análisis que se realiza, el mo-
tivo de la creación de estas instituciones jurídicas, 
como son las Cortes de Toledo, celebradas en 1436, 
cuyo fin era auditar las cuentas públicas por los 
Contadores Mayores en el fondo el despilfarro pú-
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civilizaciones, en el Imperio Chino y Mesopotamia. 
No obstante, el autor consultado indica que la au-
ditoría tal como se concibe actualmente, como 
una función de validación de los estados financie-
ros, nació en los inicios del siglo XIX en Gran Bre-
taña.

Otro aporte es el de SUÁREZ SUÁREZ (1990, 
p.3), quien considera desde su postura que, la au-
ditoría tal como hoy en día se concibe, en su acep-
ción restringida o verdadera auditoría, consiste en 
la comprobación de la veracidad de la informa-
ción contable, no nace en Europa hasta después 
de la Revolución Industrial; en pleno siglo XIX, tuvo 
un desarrollo muy desigual en unos y otros países 
inicia su irradiación. 

Ilustra este autor consultado, sobre la función 
de auditor, al observar que en España se le deno-
mina “Auditor de Rota” a cada uno de dos doce 
prelados del tribunal romano de la Rota, que tie-
ne jurisdicción para conocer en apelación de las 
causas eclesiásticas; auditor conventual, al religioso 
encargado de examinar las cuentas del monas-
terio; auditor militar, al funcionario del cuerpo ju-
rídico-militar que informa sobre la interpretación 
y aplicación de las leyes, y propone la resolución 
correspondiente en los procedimientos judiciales 
instruidos por el ejército; “Auditor de la Marina”, al 
juez letrado que entiende en las causas del fuero 
del mar; Auditor canónico, a la persona designada 
instructor en las causas canónicas. 

En la región de Centroamérica, el antecedente 
de la auditoría se aprecia en la nación de México, 
donde el pueblo Azteca se caracterizó por la do-
minación de otros pueblos, actividad que hacían 
mediante la contribución a través del recaudador 
o auditor para explotarlos mediante el cobro de 
impuestos. 

Por ello, por la transdisciplinariedad del tema, 
desde las ciencias contables, por el vínculo con la 
función de control estudiada,  los estudios refieren 
que la práctica de la auditoría nace en la primera 
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blico el que acaban pagando los contribuyentes 
por medio de los impuestos. Siguiendo este estu-
dio para caracterizar a la función auditora, se corro-
bora que a finales del siglo XIII y principios del XIV, 
ya se auditaban las operaciones de los funcionarios 
públicos que tenían a su cargo los fondos del Esta-
do para su control público. 

En Italia, en el siglo XV, en el desarrollo de la 
actividad de la auditoría surgieron las técnicas de 
teneduría de libros, como el medio de mantener 
los ingresos y los gastos bajo el control público. En 
la ciudad de Roma, se aprecian evidencias que se 
practicó una especie de control preventivo en la 
administración de los fondos públicos, siendo en 
la época del Imperio de Augusto, años antes del 
nacimiento de Jesucristo, cuando alcanza su ple-
nitud. Los romanos recaudaban sus tributos por 
medio de sus “Cuestores”, que a su vez rendían 
cuentas al Tesorero central de Roma. 

El referente de la obra científica de LUCAS PAC-
CIOLI (1494) “Tratado sobre el Método” conocido de 
la “partida doble”, evidencia que desde el año 254 
se inspeccionaban y comprobaban las cuentas, 
factor que permitió la evolución paralela de la acti-
vidad de la auditoría como resultado de la práctica 
de la contabilidad como ciencia, y a la vez como 
herramienta de trabajo de los especialistas dedica-
dos a la contabilidad con el desarrollo del comer-
cio. (TUA PEREDA, 2008, pp.1-23). 

El estudio demuestra que para 1799, ya existían 
firmas acreditadas de contadores públicos en Es-
cocia, Estados Unidos de América e Inglaterra, fue-
ron estas las primeras naciones en las que toma 
relevancia la función de la contaduría pública liga-
da a la práctica de la auditoría pública. Las mismas 
adoptaron el modelo británico de información, lo 
mismo que sus procedimientos analíticos. (TUA 
PEREDA, 2012, pp.94-110)

Se aprecia en este análisis como GIRONELLA 
MASGRAU (1976, p.15) señala que la historia refiere 
que existían unos controles recaudatorios en otras 
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mitad del siglo XIX, luego se extendió a países de 
la cultura empresarial anglosajona como la forma 
de hacer fiable la información contable, permitió 
la transparencia del mercado de valores ante el 
desarrollo económico y la expansión de las relacio-
nes económicas al exigirse información precisa y 
real de sus estados de cuentas, para dar confianza 
y competitividad a la actividad comercial. Ilustran 
los elementos estudiados que, el acto de rendir 
cuentas supone la existencia de un principio de 
contabilidad crítica: el examen por un funcionario 
superior de las operaciones económico-financie-
ras realizadas por otro funcionario de inferior cate-
goría, a fin de otorgarles su aprobación o desesti-
marlas. (VILLARDEFRANCOS ÁLVAREZ, et al. 2006, 
pp.53-59)

Por consiguiente, hasta el suceso histórico de 
la Revolución Industrial, se demuestra que la eco-
nomía se desarrollaba en base a una estructura de 
empresa familiar donde la propiedad y la dirección 
de sus negocios confluían en las mismas personas, 
que no sentían ninguna necesidad de la auditoría 
independiente ni tampoco se les imponía por nor-
mativa legal. Como acontecimiento económico 
social del siglo XIX, fue el suceso histórico cultural 
que demandó la participación de hombres espe-
cializados en analizar los problemas económicos, 
financieros y contables para su evaluación, donde 
se necesitó de la contaduría pública como la he-
rramienta técnica para estos fines. (MÉNDEZ-GU-
TIÉRREZ DEL VALLE, 2009, pp.55-56) 

Vinculada a las ciencias jurídicas, se constata 
como en los países de cultura latina, en particular 
en España, el uso de la auditoría como actividad 
de control quedó relegada hasta comienzos del si-
glo XX en el Derecho Militar y en el Derecho Canó-
nico. Se aprecia, cómo fueron incluidas normas ju-
rídicas a la actividad de la auditoría como voluntad 
de la Administración Pública, elementos que per-
mitieron que se fortaleciera el trinomio Contabili-
dad, Auditoría y Derecho, al cobrar nuevas dimen-
siones como norma administrativa para proteger 
los activos contra posibles transgresiones, tipificán-

dose con la protección del bien jurídico ambien-
tal y otras infracciones, ubicados bajo el término 
genérico de los delitos ambientales con reflejo en 
la contabilidad directa o indirecta a los sujetos de 
gestión, fortalecida con el uso de las herramientas 
de las Tecnologías de la Informática y las Comu-
nicaciones (Tic), la que tuvo como su campo de 
acción a la empresa. (ANTÚNEZ SÁNCHEZ, 2019)

En contexto, RODRÍGUEZ-FLORES DE QUIÑO-
NES (1964, p.169) explícita desde su postura que, 
para los juristas y hace referencia a España, igno-
ran la contabilidad, minimizan su importancia y 
no tienen presentes las bases fundamentales de 
esta disciplina al tratar de solucionar los problemas 
que plantean en esta materia. Este elemento ha 
influido en la jurisprudencia de los Tribunales y se 
ha reflejado en la legislación, que con frecuencia 
contienen errores en materia contable. La doctrina 
contable desconoce en la mayor parte de los ca-
sos, los principios más esenciales de la ciencia del 
Derecho y de la Hermenéutica jurídica.

En su postura, VICENT CHULIA (2010, p.7711) 
manifiesta que la contabilidad y el Derecho como 
ciencias van en un divorcio histórico. Aunque se re-
conoce que la correcta actualización de la contabi-
lidad es manifestación de una buena organización 
empresarial, el Derecho Mercantil la ha fomenta-
do tradicionalmente mediante el reconocimiento 
de los asientos contables como una prueba privi-
legiada. Por la transversalidad del tema analizado. 
El aporte con una visión de futuro, realizado desde 
el Derecho Mercantil por VICENT CHULIA (2010, 
pp.115-146), al señalar al control contable, como 
el término verificación y la expresión de auditoría. 
Cuestión a la que los autores se afilian, hoy recono-
cido como Derecho Contable.

La idea aportada en este análisis por BROSE-
TA PONS (2010, p.292), al referir desde su postura 
sobre la censura de cuentas, quien señala que, al 
ser una denominación castellana, la auditoría de 
cuentas es la denominación importada de la prác-
tica anglosajona. De aquí que se visualice, analiza-

   9
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do el parecer de ambos catedráticos estudiados, 
consideran los autores del artículo su nexo con el 
Derecho, y en especial con el Derecho Mercantil, 
hoy señalado en la literatura científica como De-
recho Contable para su aplicación por los empre-
sarios para conocer sus estados de cuentas de su 
patrimonio. 

También se valora que, la auditoría tiene un 
reconocimiento jurídico desde el Derecho Inter-
nacional Público, al ser su paraguas, irradiándo-
lo hacia el Derecho Administrativo y al Derecho 
Constitucional, los que le dan fuerza jurídica para 
su desarrollo en los ordenamientos jurídicos en 
cuerpos jurídicos especiales para ejecutarla en el 
sector empresarial público y el privado.

III. La auditoría como actividad de control 
ambiental en el campo de acción en el sector 
empresarial

En el propio siglo XX, prosiguiendo el íter his-
tórico de este estudio, se asevera que la auditoría 
ambiental aparece dentro de los mecanismos de 
control público con otro nuevo campo “el ambien-
tal”, se justiprecia que significó un escalón superior 
en el orden de integralidad, porque apuntó no solo 
a la eficiencia económica sino a la conformación 
de la empresa responsable con el ambiente. Re-
presentó impulsar y verificar el debido engranaje 
optimización, legitimidad, racionalidad y competi-
tividad a los sujetos de gestión que la ponderan en 
la empresa o la industria. 

Elementos que a criterio de los articulistas han 
sido pertinentes, y han permitido que haya evolu-
cionado la auditoría ambiental con el transcurso 
del tiempo en relación con el país que la aplique 
y el desarrollo tecnológico industrial que posea 
en su desarrollo normativo con un fin, disminuir la 
contaminación ambiental que generan los sujetos 
de gestión económico, como es el objeto central 
del artículo.

La auditoría ambiental, se corrobora como se 
instrumentó en los países de mayor desarrollo in-
dustrial a través de metodologías y técnicas en sus 
ordenamientos jurídicos. Su ordenación se vincula 
a elementos históricos, teóricos, doctrinales, legis-
lativos y culturales con la práctica de la auditoría y 
la contabilidad social, ligados a la responsabilidad 
social a partir de 1953 en los Estados Unidos de 
América. (BOWEN, 1953, PP.7-47), (ROMANQUE, 
1996, PP.133-160), (GARCÍA FRONTI, 1997, pp.55-77) 

Su conexión como se refirió, está relacionada a 
los orígenes del ius ambientalismo como parte de 
la Agenda Pública Internacional desde la impron-
ta del Derecho Internacional. Las Entidades Fisca-
lizadoras Superiores (EFS) a escala global señalan 
al año 1969, como su inicio. Se inserta este tipo 
de auditoría entre los factores de estimulación de 
fórmulas empresariales correspondiente a la reso-
lución de la contradicción eje de los modelos eco-
nómicos: ilimitadas necesidades individuales y co-
lectivas y limitados recursos materiales disponibles 
para satisfacerlas a partir del desarrollo sostenible. 
Donde como tradición la relación entre la empre-
sa-ambiente ha sido bastante conflictiva: los prin-
cipales daños ambientales los acarrea la empresa 
y ésta ha percibido la atención ambiental como 
un obstáculo en sus actividades y un freno para su 
desarrollo y obtención de ganancias. (LOPERENA 
ROTA, 2003, PP.57-73), (ALLÍ ARANGUREN, 2006, 
PP.1-34), (ANTÚNEZ SÁNCHEZ, 2019). 

En la década de los 70’ del siglo pasado, se 
constata como el empresariado norteamericano 
es el primero en aplicarla de manera voluntaria, 
para evaluar la empresa con la finalidad de ser-
vir como herramienta de dirección para la gestión 
ambiental, todo ello debido al aumento y la com-
plejidad de la normativa jurídica Estadual y Fede-
ral en su ordenamiento jurídico, ante los proble-
mas ambientales que acontecían generados por 
la contaminación al ambiente, los que habían ori-
ginado problemas en el orden legal. (HARRISON, 
1996, pp.1-676). 
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Estos elementos señalados up supra, se justi-
precia que han obligado a los empresarios a re-
plantearse una actitud estratégica hacia la protec-
ción del ambiente, con una actitud pro ambiental 
para hacer competitiva la empresa en el mercado 
y mitigar los efectos negativos que tiene la conta-
minación ambiental.

Las EFS organización internacional creadora de 
este tipo de auditoría, le concede la función de dar 
a conocer los índices de contaminación generados 
como resultado de la producción industrial de bie-
nes y servicios, al estimular la implementación de 
las tecnologías limpias, los sistemas de gestión am-
biental y otros instrumentos en materia contable, 
para obtener la certificación ambiental a partir de 
la década de los 90’ del pasado siglo a los empre-
sarios que la ponderan en empresas e industrias. 

Se concibe por los articulistas que, implemen-
tar la auditoría ambiental fue una respuesta estra-
tégica para modificar los hábitos de consumo y 
estilos de vida contrarios al paradigma jurídico del 
desarrollo sostenible por parte de los empresarios, 
como el efecto negativo del desarrollo tecnológi-
co y las transformaciones económico-sociales. Trajo 
como resultado, el reto a las EFS de crear instru-
mentos y herramientas que viabilizaran su aplica-
ción y permitieran el equilibrio entre los avances 
tecnológicos y el ambiente por su dimensión mul-
tidisciplinaria. 

Desde las ciencias jurídicas, en particular desde 
el Derecho Ambiental Internacional, la auditoría 
ambiental se reconoce como una herramienta de 
gestión dentro de los instrumentos de tutela am-
biental, se implementa para minimizar los impac-
tos ambientales negativos generados. Es una estra-
tegia empresarial aplicada por la Administración 
Pública para proteger el bien jurídico público am-
biente ante la problemática del cambio climático; 
se vincula en su ejecución con otras herramientas 
de gestión con la Evaluación de Impacto Ambien-
tal, la Inspección Ambiental y la Licencia Ambien-
tal, entre otras, de aquí su transversalidad por sus 

ejecutantes. (ANTÚNEZ SÁNCHEZ, 2019)
Por ello, en la década de los 80’, del siglo pa-

sado, la Cámara Internacional de Comercio (1986), 
la reconoce como la “…herramienta de gestión que 
comprende una evaluación sistemática, docu-
mentada, periódica y objetiva del funcionamiento 
de la organización ambiental. Prevé la implanta-
ción de gestión, así como los equipos de control 
necesarios con objeto de facilitar el control de ges-
tión de las prácticas medio ambientales y declarar 
la observancia de la política de la Compañía de 
acuerdo con la normativa ambiental. Es el examen 
metódico que implica análisis y comprobaciones 
de las prácticas y procederes ambientales de una 
empresa o parte de ella. Este término de auditoría 
es sinónimo de revisión y verificación de diversos 
aspectos de una empresa...” 

La Asociación Americana de Contabilidad, la 
concibe como “…proceso sistemático para obtener 
y evaluar de manera objetiva las evidencias relacio-
nadas con informes sobre actividades económicas 
y otros hechos relacionados. Su finalidad consiste 
en determinar el grado de correspondencia del 
contenido informativo con las evidencias que le 
dieron origen para determinar si en dichos infor-
mes se han elaborado con la observancia de los 
principios establecidos para el caso…” (ALVARADO 
RIQUELME, et al. 2014, pp.1-507)

En la propia década de los 90’ del siglo pasado, 
prosiguiendo este estudio, se observa como se le 
adicionan nuevos elementos tecnológicos vincu-
lados al Comercio Internacional a la actividad de 
control analizada, la hacen mucho más compleja, 
completa y dinámica en cuanto a la gestión am-
biental por parte de los sujetos económicos que 
la implementan; las técnicas, métodos y objetivos 
como actividad de control de forma simétrica evo-
lucionó para poder atender y dar respuestas a las 
nuevas exigencias de los clientes a partir del siglo 
XX, como ya en su momento el catedrático VICENT 
CHULIA lo señalaba. 
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Las EFS (1995), la concibe como una herra-
mienta de gestión ambiental, aunque otros estu-
dios desde las ciencias contables consideren que 
su génesis está vinculada a la contabilidad y a la 
auditoría social para dar respuesta a problemas 
generados al ambiente con la contaminación at-
mosférica, por el vertido, la lumínica, la sonora, la 
protección a la biodiversidad, el cambio climático, 
a los recursos hídricos, al incremento de los niveles 
de radiación, a la lluvia ácida, por el incremento 
de las concentraciones de ozono generado por la 
industria, la mala calidad del aire en las ciudades, 
el uso y manejo de la tierra, la desertificación, el 
comercio y el ambiente. Cuestión aún por escla-
recerse. 

Puntualizan que permite en su ejecución por 
el auditor realizar la evaluación sistemática, do-
cumentada, periódica y objetiva de la efectividad 
de la organización auditada en la gerencia para 
proteger el bien jurídico público ambiente con 
un mejor control de las prácticas ambientales y la 
evaluación para cumplir la política ambiental de 
la empresa y las normas legales a partir de la ins-
titucionalización de la tutela ambiental. (ELSTEIN, 
2012, pp.17-45)

La norma técnica ambiental ISO 14 001:1995, 
la define como “…proceso sistemático, autónomo y 
documentado para obtener evidencias de la audi-
toría, evalúa de manera objetiva con el fin de de-
terminar la extensión en que se cumplen los crite-
rios de auditoría…” 

También, en la década de los 90’ del siglo XX, 
empiezan a publicarse estudios desde las ciencias 
jurídicas, reflejan el análisis de la política pública 
ambiental con la integración en la aplicación de 
herramientas de gestión, para determinar los ni-
veles de contaminación, exigir la responsabilidad 
ambiental, la evaluación ambiental estratégica, la 
cuantificación del daño ambiental ocasionado, los 
servicios públicos ambientales, la inspección am-
biental, los permisos ambientales, el uso de las 
tecnologías limpias, los sistemas de gestión am-

biental y la obtención de la certificación ambiental 
para lograr beneficios en el comercio, y el uso de 
la eco etiqueta para la protección del consumidor 
como un derecho vinculado a la praxis de la audi-
toría ambiental. (SANZ RUBIALES, 2000, PP.7-19) 

Desde el plano jurídico, se analizan los aportes 
de MARTÍN MATEO (1991, PP.145-148), NOGUEIRA 
LÓPEZ (1997, PP.5-200), LOPERENA ROTA (2000, 
P.101), ESTEVE PARDO (2002, PP.21-22), EMBID 
IRUJO (2015, pp.3492-3498), señalan que la audi-
toría ambiental está articulada a una actividad de 
control, la misma evalúa al sujeto de gestión de 
manera voluntaria u obligatoria su relación con el 
ambiente, es concebida como una fórmula de au-
torregulación ambiental con efecto público exter-
no, no es un servicio público típico; en su ejecución 
son aplicadas normas técnicas ambientales (ISO 
14 000, 19 011, 26 000) y el Sistema Comunitario 
de Gestión y Auditoría Medioambientales (EMAS) 
para el sector industrial en Europa; tiene naturale-
za jurídica pública y de fomento ambiental, con-
cebida dentro de la fórmula estimulación-recom-
pensa, con efecto directo y vinculante al auditado, 
puede ser onerosa o gratuita, y su resultado final es 
certificatorio de la gestión ambiental del auditado. 
Como se aprecia, aquí hay otro campo nuevo de 
acción, el “sector industrial” en la práctica de la au-
ditoría al surgir el EMAS.

Por consiguiente, se valora que la auditoría 
ambiental se vincula al Derecho Ambiental con 
el principio de prevención, precautorio, de quien 
contamina paga, de responsabilidad, de coopera-
ción, y de legalidad; como instrumento de carácter 
corrector, mejora el comportamiento ambiental al 
auditado, es interdisciplinaria y puede tener un 
carácter punitivo. (FERNÁNDEZ DE GATTA SÁN-
CHEZ, 2004, pp.27-43), (CAFERRATA, 2009, pp.20-
55), (ANTÚNEZ SÁNCHEZ, 2015). Queda claro que 
la auditoría ambiental responde a las necesidades 
sociales, por ello en la Cumbre de Johannesburgo 
en 2002, se pondera su uso a escala global como 
su paraguas como ya se reseñara. Es la herramien-
ta de gestión susceptible de integrarse por su 



AMICUS CURIAE
Revista Electrónica de la Facultad de Derecho

13

transversalidad en la realización de las revisiones 
clásicas establecidas por otras ramas de la econo-
mía industrial, integrada a otros tipos de auditorías 
-legalidad, financiera, cumplimiento, gestión- al 
revisar en sus programas aspectos vinculados con 
la protección ambiental con una visión estratégica, 
aplicando la inteligencia ecológica para ello en pos 
de alcanzar el desarrollo sostenible, ejecutada de 
forma voluntaria u obligatoria. 

Para los autores del artículo, se demuestra que 
en la ejecución del control ambiental por la EFS 
se conjugan la competitividad y la sostenibilidad 
en un equilibrio adecuado con el ambiente, al 
ponderar la norma técnica ISO 26 000 en pos de 
alcanzar el desarrollo sostenible como paradigma 
jurídico. Permite evaluar el compromiso de la ges-
tión ambiental con el ambiente para la empresa 
y la industria. (FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ, 
2004, pp.1-19), (SALES DE FREITAS, 2013, pp.293-
309). La auditoría ambiental, pondera el principio 
de rendición de cuentas como lo explicitan MO-
NEVA ABADÍA, et al. (2004, pp.1-27); al ser un de-
recho de la sociedad, permite conocer el impacto 
de las actividades que todo sujeto de gestión eco-
nómica tiene en su comunidad y con el entorno 
para actuar de manera sostenible y respetuosa con 
su entorno, ponderando a criterio de los articulistas 
el principio de información.

Por la transdisciplinariedad en su ejecución, se 
valora que constituye un reto al exigir la responsabi-
lidad a los actores económicos en la protección al 
bien jurídico ambiente como bien de uso público, 
que acate el principio de legalidad, ratificada en 
la Cumbre de Río en 1992, Johannesburgo 2002, 
y en la Agenda 2030 en los objetivos del Milenio, 
donde el control público ambiental es tema re-
currente, de aquí que su principal reconocimiento 
sea en cada país a través del texto constitucional 
y se desarrolle en los ordenamientos en normas 
jurídicas especiales, donde de manera indistinta 
las normas legales la recogen en su ejecución de 
manera voluntaria u obligatoria.  

Aunque queda claro que la relación empre-
sa-ambiente ha sido conflictiva, los principales da-
ños ambientales los acarrea la empresa y ésta ha 
percibido la atención al ambiente como un obs-
táculo en sus actividades y un freno para su desa-
rrollo y para la creación de empleos verdes. Han 
sido los principales factores que ha obligado a la 
empresa como sujeto económico, a replantearse 
su actitud estratégica hacia el ambiente, ante la 
creciente preocupación social a raíz de la magni-
tud de la crisis ambiental global, como fruto de la 
actividad económica insostenible, que impide al-
canzar los Objetivos del Milenio para el 2030, don-
de el control público ambiental es pertinente.

Prosiguiendo el análisis, se aprecia como la au-
ditoría ambiental, se le conoce con varios nombres 
en la literatura científica “eco auditoría”, “revisión 
ambiental”, “control ambiental”, “evaluación am-
biental”, y “vigilancia ambiental”, aunque su signi-
ficado resulta ser el mismo por quien la ejecute y 
para quien se le notifiquen sus resultados. 

Dentro de la familia de los instrumentos de co-
mando y control en la materia ambiental, se valora 
como los ordenamientos jurídicos, por su origen 
idiomático, su cultura y su realidad económico-so-
cial, consideran que es capaz de evaluar y sentar 
las bases de una política ambiental dirigida a los 
empresarios para mitigar la contaminación am-
biental. Se vincula a los conceptos de economía y 
contabilidad ambiental creados por el Programa 
de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(PNUMA, 2005).

Su naturaleza jurídica está concebida a partir 
de que el control es un sistema de verificación y 
corrección de la legalidad que evalúa el principio 
de juridicidad, directamente vinculado al con-
cepto de Estado de Derecho, y se relaciona con 
la democracia como forma política de gobierno 
nacional. En el marco de un Estado de Derecho, el 
control implica que la Administración Pública en 
su organización, funcionamiento, relaciones con 
la comunidad y su personal están subordinados al 
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ordenamiento jurídico como sujeto pasivo, el que 
deriva directamente de un marco constitucional. 
Las normas jurídicas deben someterse a la Cons-
titución Política, y a éstas deberán someterse a su 
vez, las normas que se derivan de la potestad re-
glamentaria como lo señala el Derecho Adminis-
trativo.

Hay que ponderar en este estudio, que, para la 
ejecución por el equipo auditoría, la auditoría am-
biental, ni las normas, ni el referente doctrinal son 
homogéneos en lo concerniente a los indicadores 
a medir, en la significación de los mismos, ni cómo 
hacerlo atendiendo a las diferencias del desarrollo 
tecnológico y las formas de gestión económicas 
auditadas en cada escenario. Los ordenamientos 
jurídicos no han tenido en cuenta los diferentes 
momentos de control “no solo a la tecnología exis-
tente sino a la que se va adquirir” como mecanis-
mo de prevención para mitigar la contaminación 
ambiental. 

Lleva a justipreciar que, dentro del proceso de la 
auditoría ambiental, es pertinente evaluar la “eco-
nomía circular”, vinculada a los recursos naturales 
limitados y a la creciente contaminación creada 
por la generación de residuos para implementar 
medidas para que estos productos no sean des-
echados, sino reutilizados o reciclados para crear 
nuevos productos por las empresas e industrias 
con los objetivos del Milenio para el 2030 -objetivo 
12: producción y consumo sostenible.

IV. La auditoría ambiental, campos de apli-
cación en la protección del ambiente 

La evolución de la auditoría ambiental en el 
siglo XXI, acontece en el primer decenio, transita 
hacia la “auditoría de gestión cooperada” ejecu-
tada en la región de la Amazonía por las EFS en 
América Latina a los “recursos hídricos, a la “biodi-
versidad” y al cambio climático”, a través de accio-
nes evaluadoras de las políticas públicas y al marco 
regulatorio ambiental como un nuevo campo de 
acción. Se aprecia como muta del control clásico 

del sistema empresarial hacia el ambiente con un 
nuevo campo de acción. Su régimen jurídico utili-
za instituciones jurídicas del Derecho Administrati-
vo como la autorización, la concesión administrati-
va y el dominio público, todas evalúan el principio 
de jurídica a través de la gestión ambiental com-
partida. (ELSTEIN, 2012, P.15), (LUSTOSA DA COSTA, 
2014, pp.43-46) 

Esta auditoría de gestión ambiental se valora 
que responde a objetivos económicos, de utilidad, 
factibilidad, eficacia, reducción de costos, ganan-
cias; los sociales, crecimiento cualitativo y cuantita-
tivo, competitividad, pleno empleo, reducción de 
riesgos para la vida; y los ecológicos, se dirigen a 
la utilización económica de los recursos y al man-
tenimiento del equilibrio y protección ambiental, 
vinculados al Derecho Administrativo Ambiental, 
es más completa en su programa que la auditoría 
ambiental en sí. 

En la auditoría de gestión ambiental, se justi-
precia que de acuerdo con la perspectiva de las 
normas técnicas ambientales ISO, mantienen los 
principios básicos de la auditoría y los de la conta-
bilidad, pero requiere de un auditor que maneje 
los aspectos específicos de la gestión ambiental 
en el sujeto económico a auditar, de aquí que en 
su ejecución se aprecia como pervive la transdisci-
plinariedad en la conformación del grupo de audi-
tores habilitados. Por ello se valora que es superior 
a la auditoría ambiental tradicional realizada, este 
es otro cambio en su tracto evolutivo hacia un nue-
vo campo de acción como ya fue citado.

En sus estudios, ANTÚNEZ SÁNCHEZ (2019) 
concibe que la auditoría ambiental como activi-
dad de control es un instrumento de gestión am-
biental de naturaleza jurídica pública, su campo 
de acción son la empresa, la industria, el ambien-
te (personas jurídicas y naturales) dentro de la for-
mula estimulación-recompensa, su ejecución es 
realizada por funcionarios públicos requeridos de 
título profesional y título habilitante, registrados en 
el Registro de Auditores y Contralores; su función 
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es evaluadora y certificadora de las metas ambien-
tales en relación con la política ambiental trazada 
por la organización empresarial, es una técnica de 
comprobación de la legalidad con una potestad 
reglada de la Administración Pública. Es un pro-
ceso, en su práctica se utilizan procedimientos y 
metodologías, en ella se evalúa la ejecución gasto 
contable del patrimonio destinado a la protección 
ambiental, puede ser ejecutada de forma inter-
na o externa, se evalúa la eficiencia del sistema 
de gestión ambiental en relación con el vertido, 
la introducción de tecnologías limpias en la orga-
nización empresarial, se aplican normas técnicas, 
se exige la responsabilidad administrativa contra-
vencional, laboral-funcionarial, social-empresarial, 
civil y penal a los sujetos auditados. Tiene efecto 
directo y vinculante al auditado, puede ser onerosa 
o gratuita. Su resultado final certificatorio le aporta 
valores añadidos que inciden de forma positiva en 
el comercio y el mercado a la persona jurídica o 
natural objeto de la auditoría.  

Evidencian estos elementos estudiados hasta 
aquí, que a pesar de la vasta teorización sobre la 
auditoría ambiental, aún su construcción concep-
tual, su regulación y práctica adolece del enfoque 
sistémico para el logro de la empresa responsable 
con el ambiente, está necesitada de integración 
de contenidos entre las diferentes ciencias y sabe-
res para este propósito; hoy con la aparición den-
tro de la 4ta Revolución Industrial de la Industria 
4.0, y los posturas internacionales sobre la Agenda 
para el desarrollo sostenible 2030, están necesita-
das del acompañamiento desde una visión estra-
tégica por los empresarios esta institución jurídica 
sigue en evolución y desarrollo en los ordenamien-
tos jurídicos que la reconocen, este es el segundo 
momento evolutivo del control público en la web 
2.0, donde se le seguirán incorporando nuevos ele-
mentos dentro de su caracterización en la medida 
que se siga perfeccionando. 

Desde el plano jurídico, la evolución en el siglo 
XXI de la auditoría ambiental con el uso de las Tic 
en la web 2.0, implementa herramientas digitales 

en este sentido. Se valora que tiene nexo con las 
herramientas informáticas al ser utilizadas en la 
contabilidad, en el comercio electrónico, el uso de 
la firma electrónica, con la ventanilla única de cer-
tificación ambiental dentro del gobierno digital, al 
ponderar el principio de información, entre otras. 
La auditoría ambiental, es útil compararla con la 
auditoría financiera, como su antecedente próxi-
mo inmediato dentro de las ciencias contables al 
estar vinculadas con el análisis contable-financiero 
a los actores económicos. 

Ambas auditorías, la ambiental y la financiera, 
deben ser conducidas por auditores calificados 
según los niveles de acreditación, basados mayor-
mente en la experiencia profesional, y en cierto 
grado, en el entrenamiento y calificación profe-
sional de acuerdo a procedimientos sistemáticos, 
abarcan un examen o revisión de la actividad para 
verificar que los aspectos bajo su consideración se 
ajustan al ordenamiento especificado o planifica-
do dentro del control a ejecutar, por un nexo em-
presa-ambiente.  

Presentado este panorama científico de la ins-
titución jurídica estudiada, luego de analizadas las 
posturas interdisciplinarias desde las ciencias so-
ciales, la contabilidad, el derecho, las ciencias em-
presariales, las ciencias informáticas y las ciencias 
ambientales, evidencian el tratamiento jurídico, 
contable, ecológico y empresarial que ha tenido 
esta actividad de control público desde su recono-
cimiento legislativo en los ordenamientos jurídicos, 
ejecutada en una evaluación contable ambiental 
de los estados financieros de la industria y la em-
presa que la implementa, su naturaleza jurídica es 
evaluadora de la gestión ambiental al sujeto de 
gestión que la pondera para ser competitivo en el 
mercado.
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4.1 La auditoría ambiental aplicada como 
evaluadora a las fuentes no renovables de ener-
gía 

Otro problema ambiental que acontece en 
el mundo, debido a que los combustibles fósiles 
son recursos finitos y que su quema de ha sido 
identificada como el motivo principal del fenóme-
no adverso del calentamiento global, generando 
el cambio climático. Por ello, en la actualidad las 
fuentes renovables de energías empiezan a tomar 
relevancia en el mundo actual, siendo otro “campo 
de acción de la auditoría ambiental”. 

Ante la diversidad de la oferta de energías, 
como una de las condiciones de desarrollo para 
la región, para que este desarrollo ocurra en bases 
sostenibles, es imprescindible que tenga matrices 
energéticas diversificadas. De aquí que las fuentes 
renovables de energía son aquellas energías que 
se obtienen de los recursos naturales, su caracte-
rística principal es su capacidad de ser inagotable 
tanto por la cantidad de energía que contienen, 
como por la posibilidad de regenerarse por medio 
naturales, al no ser contaminantes al ambiente.

Desde el Derecho Ambiental Internacional en 
el año 2012, se proclama como el “Año Internacio-
nal de la Energía Sostenible para Todos”, el PNUMA 
publica un informe en el que pidió a los gobiernos 
que desarrollaran políticas que fomentaran el uso 
de las energías renovables en naciones del Tercer 
mundo. En la región de América Latina y el Ca-
ribe, del cual la nación cubana es parte, hay un 
gran potencial de fuentes renovables de energías, 
sobre todo en la eólica, la fotovoltaica, la bioma-
sa, el biogás, las olas, y la energía geotérmica. Nos 
apoyamos en este estudio, del informe publicado 
por la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (CEPAL) “Fuentes Renovables de Energía 
en América Latina y el Caribe: Situación y propues-
tas de políticas” (2004). 

En su desarrollo, en el siglo XXI, la catedrática 
MORA RUIZ (2010,p.1-4), es de la posición al anali-

zar el uso sobre la energía, el desarrollo y el medio 
ambiente; en la actualidad, los tres vértices de una 
ordenación jurídica de las energías renovables que 
precisa de una intervención cualificada del Dere-
cho Administrativo, en la que la satisfacción del in-
terés general implica el equilibrio de estos tres ele-
mentos para conseguir los objetivos de seguridad 
en el abastecimiento de la energía, continuidad 
en el desarrollo económico de los Estados y tutela 
del bien jurídico medio ambiente, habida cuenta 
de que las energías renovables se conceptualizan, 
casi de manera unánime por la doctrina, como 
“aquellas fuentes primarias de energía que, de for-
ma periódica, se renuevan a través de ciclos natu-
rales, por lo que se pueden considera inagotables”. 
Desde esta perspectiva, la efectiva ordenación de 
las energías renovables es determinante para la 
consecución de estos objetivos que, aunque dis-
pares en apariencia, se encuentran íntimamente 
relacionados.

La autora estudiada precisa de autores que en 
su momento, por la importancia del tema como 
nuevo campo de acción de la auditoría ambien-
tal “las energías renovables”, acotaba con prece-
dencia que, el académico MARTIN MATEO (1982, 
p.146) disertaba sobre un nuevo Derecho Energé-
tico, con bastante antelación, en las medidas de 
ahorro energético, como vía de equilibrio del creci-
miento económico ante el aumento de demanda 
de energía, de forma que “…el ahorro energético 
pasa a constituir la denominada «fuente invisible 
de energía», sin que ello suponga necesariamente 
la disminución del ritmo de desarrollo, ni la limi-
tación de satisfacciones…” Aunque los articulistas 
también, han constatado otra denominación por 
la que se le conoce “Derecho de la Energía”, que 
ambos su objeto de estudio es el mismo, pero tuvo 
una visión que hoy en el siglo XXI es que se fomen-
ta su uso al ser menos contaminadora.

Prosigue otra mirada al análisis ejecutado por el 
profesor GARCÍA NOVO (2007, pp.231-232), quien 
señala “…que el acceso a la energía…adquiere en 
el tercer milenio la condición de supervivencia de 



AMICUS CURIAE
Revista Electrónica de la Facultad de Derecho

la sociedad y biosfera…”, de forma que, en nuestra 
opinión, la relevancia de las fuentes de energía re-
novables trasciende del mero auxilio en la lucha 
contra el cambio climático, adquiriendo una di-
mensión global fundamental.

Coincidimos con la posición de la catedrática 
MORA RUIZ (2010, pp.1-10) para quien señala que 
insistir en la importancia de la ordenación de las 
energías renovables, conectada a las valoraciones 
que hace sobre la necesaria relación entre ener-
gía, medio ambiente y sostenibilidad, y a poner de 
manifiesto la necesidad de contar con un marco 
jurídico adecuado y, sobre todo, eficaz, no sólo des-
de la perspectiva puramente ambiental, sino tam-
bién, desde un enfoque económico asociado a la 
relevancia del sector energético como ámbito de 
desarrollo económico. 

Desde esta perspectiva jurídica, lo ambiental 
se incorpora decididamente en el diseño de estas 
políticas públicas, pero precisa de una ordenación 
jurídica acertada que, por un lado, haga atractiva 
a los inversores la producción de energía a partir 
de fuentes renovables y, de otro, no convierta las 
exigencias de sostenibilidad en un elemento de 
distorsión en los mercados energéticos, con el con-
siguiente riesgo de no avanzar en la generalización 
de estas energías como una subrama del Derecho 
Ambiental.

Ejemplos de lo estudiado, son apreciados en 
la actividad de fomento que se estudia desde el 
Derecho Administrativo Ambiental, con la crea-
ción de parques eólicos como fuente de energía 
renovable vinculados a la generación de electrici-
dad en el sector eléctrico al utilizar la energía que 
proporciona el viento. Otro ejemplo es la creación 
de parques fotovoltaicos, los que utilizan la energía 
que genera el Sol, y estos la convierten en electrici-
dad, administrada por el sector público, y la ener-
gía generada por las olas de los mares. Tienen a 
criterio de los articulistas un denominador común, 
el uso de tecnologías para obtener esta energía.

La actividad de fomento desde el Derecho Pú-
blico, se percibe que está dirigida a los empresarios, 
para que desarrollen e implementen en sus em-
presas e industrias el uso de energía no renovables 
a través de calentadores, paneles solares, genera-
dores de biogás, motores eólicos, y cualquier otra 
tecnología o producto que use como fuente total 
o parcial las energías no convencionales, acorde a 
la norma legal del sector eléctrico, la legislación 
ambiental, la legislación del uso de las energías no 
renovables no convencionales, legislación sobre in-
centivos fiscales para el fomento de las energías no 
renovables, la exención de impuesto dirigidos a la 
construcción de maquinarias, autos, ciclomotores, 
entre otras, en los ordenamientos jurídicos de las 
naciones en América Latina como Nicaragua, Chile, 
el Salvador, Argentina, Brasil, República Dominica-
na, y Costa Rica, entre otras naciones incorporadas 
al uso de la energía verde, como lo han pondera-
do VALLS (1977) y DRNAS DE CLÉMENT (2016) des-
de sus estudios en la materia ambientalista y en 
particular del Derecho de la Energía como nuevo 
paradigma dentro de las políticas públicas en re-
lación con el uso de la energía verde y el Derecho 
Ambiental en la preservación del ambiente como 
derecho humano con puntos de encuentro.

Los autores del artículo, también observan que 
el fomento de esta actividad precisará de desarro-
llar programas de capacitación y formación de los 
recursos humanos en todos los campos de aplica-
ción de las energías renovables para su uso, imple-
mentación y regulación en el ordenamiento jurídi-
co, así como en cuestiones de índole jurídico en la 
materia tributaria, como nuevo campo de acción 
de la auditoría ambiental desde el Derecho Admi-
nistrativo Ambiental. 

 17
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4.1.1 Las energías renovables, su uso, imple-
mentación y regulación en el ordenamiento 
jurídico cubano a partir del control público am-
biental 

En relación al tratamiento de las energías reno-
vables, se aprecia su expresión en el cumplimien-
to de los Objetivos del Milenio para el 2030 en la 
nación cubana, en el ordenamiento jurídico pro-
mulgado desde el pasado siglo XX en el año 1975, 
se aprueba la Ley No. 1287, Ley Eléctrica Cubana, 
sus objetivos plasman garantizar la ordenación y 
regulación del crecimiento de la industria eléctri-
ca, para hacer frente a la creciente demanda en 
función del desarrollo económico y social del país. 

En el propio 1975, fue aprobado y publicado el 
Reglamento del Servicio Eléctrico, estableciéndo-
se las bases regulativas para la utilización racional 
y aprovechar al máximo la energía eléctrica, sien-
do necesaria la actualización y unificación de las 
normas técnicas reguladoras de la materia. Este 
cuerpo jurídico, faculta al Ministerio de la Industria 
Eléctrica como suministrador único de este servi-
cio en la nación, y dispone las prioridades estable-
cidas por el Gobierno para el desarrollo de los pla-
nes económicos y sociales creado en 1976. 

Un acontecimiento importante en el adelanto 
de las fuentes renovables fue la creación y puesta 
en funcionamiento del Centro de Investigaciones 
de Energía Solar en la ciudad de Santiago de Cuba 
entre 1980-1984 en la nación cubana. En el año 
1984, se promueve la creación de diferentes Gru-
pos de Desarrollo e Investigación en los Órganos 
de la Administración Central del Estado y en casi 
todas las provincias, dedicados a la generalización 
del uso de diferentes fuentes renovables de ener-
gía, principalmente la hidráulica, el biogás, la bio-
masa, la solar térmica y la eólica. En esta década 
en el orden económico, en la isla de Turiguanó se 
implementan los primeros generadores de ener-
gía eólica en el país, cuestión que se ha ido expan-
diendo a otras regiones como en la provincia de 
Las Tunas. En materia de energía fotovoltaica hay 
ejemplos en las regiones de Pinar del Rio, Ciego 

de Ávila, Granma y Cienfuegos de su implementa-
ción. De la ejecución de pequeñas hidroeléctricas 
en ríos cubanos, las pequeñas bioeléctricas en los 
centrales azucareros,

En la década de los 90’, la Asamblea Nacional 
del Poder Popular aprobó el Programa de Desa-
rrollo de las Fuentes Nacionales de Energía, sus 
objetivos se dirigían sobre la base de lograr ma-
yor eficiencia en el uso del bagazo y los residuos 
agrícolas cañeros (biomasa); extender la utilización 
de las energías hidráulica, solar térmica, solar foto-
voltaica y eólica, así como el biogás y los desechos 
industriales, agrícolas y urbanos. 

En esta propia década analizada de los 90’, en 
la sociedad civil se funda la Sociedad Cubana para 
la promoción de las fuentes renovables de ener-
gías y el respeto ambiental (CUBASOLAR), por la 
Academia de Ciencias de Cuba y la Comisión Na-
cional de Energía, con el organismo de referencia 
el Ministerio de Ciencia, Tecnología y Medio Am-
biente (CITMA).

En el orden político, en el 2011 se aprueban los 
Lineamientos de la Política Económica y Social del 
Partido y la Revolución para la actualización del mo-
delo económico y social en Cuba. Este documento 
definió el sistema económico que prevalecería des-
de ese año, basándose en los mismos principios de 
la propiedad socialista vigentes hasta el momento, 
teniendo en cuenta las tendencias del mercado. 
Dentro de estos, se encuentra identificada la po-
lítica energética del país y las medidas a adoptar 
para actualizarla, por lo que a raíz de este, se bus-
có la adopción de métodos y técnicas eficaces de 
sistemas de energía menos contaminantes y más 
eficientes; el aumento del uso de fuentes de ener-
gía nuevas, renovables y económicamente viables, 
para reducir los efectos nocivos sobre la atmósfera 
y el medio ambiente; el incremento de la produc-
ción, distribución y utilización de la energía en for-
ma eficiente, segura y ecológicamente racional; y 
la promoción de la cooperación internacional para 
el Desarrollo del Programa Energético Nacional.
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En el orden legislativo, a raíz de las transforma-
ciones de la nación cubana, en el ordenamiento 
jurídico aparece el Decreto Ley No 301 de 2012, se 
crea el Ministerio de Energía y Minas, como evo-
lución del antiguo Ministerio de la Industria Bási-
ca. Desde el plano jurídico, vinculantes dentro del 
propio ordenamiento jurídico con el tema analiza-
do en el artículo, se aprecian los cuerpos legales si-
guientes: la Ley No. 81 de 1997, Ley del Medio Am-
biente, la Ley No 118 de 2014, la Ley de la Inversión 
Extranjera, y el Decreto-Ley No 165 de 1996, De las 
Zonas Francas y Parques Industriales, y el Decreto 
Ley No. 313 de 2013, Zona Especial de Desarrollo 
del Mariel, y la Ley No. 124 de 2014, Ley de Aguas 
Terrestres.

Ahora bien, se valora que, para propiciar el uso 
de las fuentes de energías renovables o energía 
verde, no solo se deberán realizar acciones en el 
ámbito de las investigaciones, la innovación e in-
versión extranjera. Hace falta, un componente legal 
que ofrezca la seguridad jurídica para el estímulo 
de proyectos futuros, y es ahí donde el Derecho, 
como ciencia reguladora de las relaciones sociales, 
es una herramienta útil en este sentido, la activi-
dad de control analizada. 

Se justiprecia por los articulistas que, la Ley No 
1287 de 1975, Ley Eléctrica cubana y su Reglamen-
to, es el momento de su actualización por el legis-
lador, con el fin de que responda y se atempere a 
la realidad actual del siglo XXI en la materia ener-
gética con la actualización del modelo económico 
y social. Hay que significar que esta norma jurídica 
citada, con sus 45 años de vigencia, en un perio-
do de abundancia en combustibles fósiles por ser 
la nación cubana parte del bloque económico de 
los países socialistas, Consejo de Ayuda Mutua Eco-
nómica (CAME), regula las primeras medidas para 
evitar el despilfarro o inadecuado aprovechamien-
to de la energía, reconociéndose como objetivo 
obligado, establece la necesidad de actualizar y 
unificar las diversas normas técnicas en la mate-
ria, dispersas hasta ese momento de su emisión. 

Elementos que se consideran válidos para la ac-
tualización del Derecho Administrativo sancionador.

A partir de la promulgación del nuevo texto 
constitucional de 2019, se considera que los re-
tos del legislador cubano, son actualizar la Ley No 
1287 de 1975, Ley Eléctrica y la Ley No. 81 de Medio 
Ambiente de 1997, que se valore la aprobación de 
nuevas normas jurídicas con rango de Ley sobre 
Economía Sostenible, de Eficiencia Energética y 
Energías Renovables, y sobre Energías para que 
permita armonizar la diversidad energética que 
pervive en la nación cubana, con estas regulacio-
nes se podrá incidir en lograr un mayor aporte de 
las energías renovables a la generación eléctrica, 
creará mayor independencia a la importación de 
combustibles, estimulará como política pública 
que tribute al fomento en la presentación y eje-
cución de proyectos inversionistas a partir del uso 
de las energías renovables. Claro está, aquí deberá 
jugar un papel determinante la política fiscal es-
tablecida en la Ley No 113 de 2012, Ley Tributaria, 
contempla otorgar beneficios fiscales, préstamos 
preferenciales con bonificación de intereses finan-
cieros, exención de impuestos de importación, y 
el pago de una retribución a las instalaciones de 
energía renovables generadores de electricidad 
vinculados al uso de estas, como parte de esta po-
lítica antes citada por la Administración Pública.

Hay que destacar, que, en la actualización del 
ordenamiento jurídico, el Decreto Ley No. 345 de 
2019, Del desarrollo de las fuentes renovables y el 
uso eficiente de la energía, ha dispuesto noveda-
des jurídicas en materia de producción de energía 
por productores independientes que no son parte 
de la Unión Nacional Eléctrica, a la cual esta se la 
puede comprar, es el ejemplo de la energía que 
se produce en la Agroindustria del Azúcar con los 
desechos de la caña. Se dispone un Programa Na-
cional de desarrollo para las personas jurídicas para 
el fomente de energías verdes eficientes. En el or-
den fiscal promueve incentivos arancelarios y fisca-
les, y créditos bancarios para su adquisición. Hay 
que significar que por vez primera el sector privado 
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se le autoriza adquirir estas tecnologías y vender 
su excedente al sector público como ya se rese-
ñó. Aquí se prioriza la inversión extranjera, al ser la 
misma la que introducirá tecnología de punta a la 
nación. Disposición normativa que se acompaña 
con actos administrativos internos de Ministerios 
de Energía y Minas, de Comercio Exterior, la Banca 
Central de Cuba, y por el Ministerio de Finanzas y 
Precios. 

La auditoría coordinada sobre energías renova-
bles se realizó en el 2018-2019 en los países de Bra-
sil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, México, Paraguay, 
y Venezuela en alianza entre el Tribunal de Cuen-
tas de la UNION (TCU) y la OLACEFS. El objetivo 
de la actividad de control fue evaluar las políticas 
públicas para la expansión de las fuentes renova-
bles en la matriz eléctrica, en particular, mediante 
la identificación de buenas prácticas y oportunida-
des de mejora en estas políticas, a fin de contribuir 
al cumplimiento de los compromisos adquiridos 
a través de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(2030) y el Acuerdo de París.

En relación a la situación de la nación cubana, 
se señalan como deficiencias en el resultado de 
esta evaluación realizada en atención a datos des-
actualizados sobre emisiones de Gases de Efecto 
Invernadero, lo que dificulta el seguimiento de 
posibles avances en relación con las reducciones; 
problemas en el seguimiento de metas o direc-
trices por la ausencia de monitoreo adecuado o 
por deficiencias en los indicadores establecidos; 
debilidades en la articulación entre los actores res-
ponsables de las políticas de inserción de fuentes 
renovables en la matriz energética; falta de evalua-
ción de los resultados de los incentivos otorgados 
a las fuentes renovables, lo que genera un riesgo 
de que las estrategias adoptadas no se justifiquen 
en términos de costo-beneficio; debilidades de los 
instrumentos gubernamentales para asegurar que 
la expansión de las fuentes renovables se realice 
para garantizar la confiabilidad y la economía del 
sistema eléctrico.

En fin, esta actividad de control ha permitido, la 
acción conjunta de los países miembros de OLA-
CEFS puede servir de ejemplo para la ejecución 
de auditorías coordinadas por otras EFS, ya que 
mitigar los efectos del cambio climático es un 
problema transnacional que requiere el esfuerzo 
conjunto de la comunidad internacional. Son es-
tos elementos estudiados, los que conllevan a los 
autores del artículo, considerar que este programa 
de auditoría ambiental a la energía verde, deberá 
estar centrado por su transdisciplinariedad, a eva-
luar el cumplimiento de los componentes desde 
el Derecho Administrativo Ambiental en:

* La legislación en materia ambiental vinculada 
a las energías renovables en relación a su uso sos-
tenible

* La documentación legal de la entidad a cargo 
de la gestión de la energía renovable en el expe-
diente legal

* La evaluación de los asientos contables vincu-
lados a la protección ambiental registrados en el 
patrimonio como sujeto de gestión

* La evaluación de los activos fijos contables 
asentados en su patrimonio vinculados a la pro-
tección ambiental

* Grado de cumplimiento de la gestión am-
biental del sujeto de gestión auditado

* Grado de cumplimiento de la política am-
biental estatal para la protección ambiental

* Cumplimiento de los Objetivos 2030 para el 
desarrollo sostenible de la forma de gestión audi-
tada

* Formación de los recursos humanos en la ma-
teria ambiental en relación con el capital financie-
ro destinado a ello

* Acciones de control ejecutadas a la empresa 
donde se evalué la gestión ambiental y se conoz-
can sus avances y retrocesos

* Plan de sustitución de la tecnología que inci-
da en las producciones limpias en la gestión am-
biental empresarial

* Ponderación del uso de la etiqueta ambiental 
en la producción empresarial
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* Cumplimiento de las normas técnicas am-
bientales en la actividad empresarial

* Actualizar la norma jurídica de la auditoría en 
el ordenamiento jurídico cubano, que permita eje-
cutar la auditoría ambiental a las personas natu-
rales, como aparece en el texto jurídico, el sector 
privado que no ejerce como empresario privado 
como propuesta de la Contraloría General en Cuba

* La evaluación de las licencias ambientales au-
torizando el uso de la energía verde por el CITMA

Presentado este panorama científico de la ins-
titución jurídica estudiada en el desarrollo del artí-
culo, con el análisis de posturas interdisciplinarias 
desde las ciencias sociales, la contabilidad, el de-
recho, las ciencias empresariales, las ciencias in-
formáticas y las ciencias ambientales, evidencian 
el tratamiento jurídico, contable, ecológico y em-
presarial que ha tenido esta actividad de control 
público desde su reconocimiento legislativo en los 
ordenamientos jurídicos, ejecutada en una evalua-
ción contable ambiental de los estados financieros 
de la industria y la empresa que la implementa, su 
naturaleza jurídica es evaluadora de la gestión am-
biental al sujeto de gestión que la pondera para 
ser competitivo desde los diversos campos de ac-
ción donde ha transitado.

V. Conclusiones

El origen de lo que hoy se conoce desde la 
“teoría del control”, se ha comprobado que la au-
ditoría como actividad de control tiene su génesis 
desde las antiguas culturas. Tuvo su mayor desa-
rrollo en el continente europeo, lo que permitió e 
incidió en su irradiación como paraguas al resto de 
los continentes, desarrollándose en la medida del 
desarrollo industrial de cada país.

La preocupación ambiental y ética de las em-
presas como sujetos de gestión de acuerdo con las 
tendencias de las sociedades no son nuevas, toma 
auge desde la década de los 90’ del siglo XX a 
escala global; en el siglo XXI la protección del bien 
jurídico ambiente se exterioriza en tres dimensio-
nes: la económica, la social y la ambiental a partir 

del desarrollo industrial, equilibrado para generar 
recursos, empleos y promover la educación am-
biental como bases del bienestar social y la cali-
dad de vida, para lograr el principio del desarrollo 
sostenible con la aplicación de la Responsabilidad 
Social Empresarial al conformarse la Empresa Res-
ponsable con el Ambiente y tributar al alcance del 
desarrollo sostenible como su campo de acción.

En América Latina, la eco auditoría se mueve 
con tres auditorías ambientales las que centran su 
campo de acción al medio ambiente, permitió a 
la Administración Pública obtener información del 
comportamiento de las políticas públicas y de la 
normativa ambiental como paradigmas ambien-
tales, trazar estrategias que involucran a todos los 
actores que intervienen en la protección ambien-
tal, desarrollar nuevas tácticas, recomendaciones, 
campañas de fomento de la cultura ambiental 
para alcanzar el desarrollo sostenible, distinguién-
dola de los modelos de los Estados Unidos de 
América y el de la Comunidad Europea, al recono-
cerse como sujeto a la naturaleza dentro del Plura-
lismo Jurídico De Jure.

En Cuba, la auditoría ambiental a la energía 
verde emerge en el 2019, ejecutada por la Contra-
loría General de la República como actividad de 
control al amparo de la Ley No. 107 de 2009. En 
relación al Derecho de la Energía no hay una cons-
trucción teórico doctrinal que permita su estudio, 
donde se incorporen elementos estructurales del 
Derecho Ambiental como nueva disciplina autó-
noma del derecho desde las ciencias sociales. Su 
antecedente fue en el 2014, con la ejecución de la 
auditoría ambiental a la Cuenca Hidrográfica Ven-
tó Almendares en el enfrentamiento al cambio cli-
mático. 

En el ordenamiento jurídico cubano, con la 
promulgación del Decreto Ley No. 345 de 2017, se 
permite el fomento del uso de la energía verde 
por las personas naturales y el sector estatal como 
actor que presta este servicio público, es una vía de 
dar respuesta a los efectos adversos del bloqueo 
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impuesto por los Estados Unidos de Norteaméri-
ca que impide el adquirir petróleo para la genera-
ción eléctrica. Establece que la tutela del servicio 
eléctrico le corresponde al Ministerio de Energía 
y Minas, pero reconoce a la persona natural en la 
generación de energía, liberando esta actividad. El 
reto es que como se contextualizará su adquisición 
en el mercado foráneo y el nacional dentro de las 
estrategias de la política pública nacional para la 
mitigación de la crisis energética en la relación 
ambiente-desarrollo de la economía y la energía 
dentro del modelo cubano con su actualización 
en el ámbito económico y social. 

El Derecho Administrativo Ambiental a través 
de la actividad de control ejecutada por el Minis-
terio de Ciencias, Tecnología y Medio Ambiente al 
amparo de la Ley No. 81 de 1997, le corresponderá 
observar el cumplimiento de principios que infor-
man como el de prevención, precaución, no re-
gresión, legalidad, en pos de las exigencias de la 
tutela ambiental en la protección ambiental con 
el fomento de la energía verde que permita co-
nocer los resultados del modelo implementado 
en relación con la investigación, el desarrollo, y la 
innovación en el sector público y el privado aten-
diendo a su clasificación jurídica considerados res 
communis omnium, como integrantes del domi-
nio público y los del dominio privado.

La academia cubana a través de la carrera de 
Derecho, como ciencia social tiene el reto de pro-
fundizar los estudios del Derecho Ambiental ener-
gético, y en otras ciencias por la transdisciplinarie-
dad del tema ante los retos de la crisis económica 
en la formación del pregrado y posgrado en el sec-
tor público y el privado, a tenor de los cambios del 
modelo económico y social tras la actualización 
del texto constitucional en el 2019.

AVI.  Referencias bibliográficas

AA. VV.  (2007) Derecho Ambiental  cubano, 
Editorial  Félix Varela,  La Habana.

AA.VV. (2004) Temas de Derecho Adminis-
trativo cubano,  1a edición,  Editorial  Félix 
Varela,  La Habana.

AA. VV.  (2010) Lecciones de Derecho Admi-
nistrativo Ambiental,  Universidad Pablo de 
Olavide,  España.

Agenda 2030. Los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (2018) Una oportunidad para 
América Latina y el  Caribe,  CEPAL.

Antúnez Sánchez,  A.  (2018) El  régimen ju-
rídico de la inspección administrativa y los 
derechos sociales en Cuba.  Apuntes para 
una reforma. Revista Derecho & Paz No.  38, 
Brasil .

Antúnez Sánchez,  A.  (2018) La fórmula es-
timulación/recompensa en el  Derecho Ad-
ministrativo Ambiental.  Visión desde la ad-
ministración estratégica por los sujetos de 
gestión,  Revista de investigación y análisis 
De Jure No.  91,  México.

Antúnez Sánchez,  A.  y Ramírez Sánchez,  A. 
(2016) La potestad inspectiva v/s auditoría 
pública.  Ojeada histórica dentro del De-
recho Administrativo Ambiental  cubano, 
Revista Dos Tribunais Thomsonreuters No. 
967,  Brasil .

Antúnez Sánchez,  A.  (2015) Actualización 
del modelo económico cubano para el  orde-
namiento jurídico en el  desarrollo del  Dere-
cho Ambiental  patrio,  Revista Multiciencias 
No.  3,  Venezuela,  p.  1-27.

Antúnez Sánchez,  A.  (2015) Los principios 
del Derecho Ambiental  que informan la 
auditoría ambiental  en su aplicación por 
la Entidad Fiscalizadora Superior en Cuba, 
Revista De Jure,  México.

Antúnez Sánchez,  A.  (2015) El  tratamiento 
jurídico de la etiqueta-certificación am-
biental.  Regulación en el  Derecho Cubano, 
Revista Iberoamericana de Derecho Am-
biental  y los Recursos Naturales No.  18,  Ar-
gentina.

Ayes Atmeller,  G.  (2006) Desarrollo Soste-
nible y sus Retos.  Colección Divulgación 
Científica.  Editorial  Científico-Técnica.  La 
Habana.

Alvarado Riquelme, M.  (2014) Teoría y prác-
tica de la auditoría,  Editorial  Pirámide,  Es-
paña.

Armisén Causarano,  J.  (2008) Concepto,  al-
cances y resultados actuales de la auditoría 
ambiental,  Editorial  UNAM, México.

Arteaga Silva,  K.  (2015) Tesis de maestría: 
Ecogestión y Ecoauditoría,  un instrumento 
de protección medio ambiental,  Universi-
dad Complutense de Madrid.  España.

Barreiro Zabala,  L.  (1922) Los Chartered Ac-
countant.  Editorial  Artes Gráficas Grijelmo. 
España.

Barreiro,  R.  (2002) Derecho de la Energía 
Eléctrica.  Editorial  Abaco de Rodolfo Depal-
ma, Buenos Aires.

Bellorio Clabot,  D.  (2004) Tratado de Dere-
cho Ambiental,  1ª  edición,  Editorial  Astrea, 
Buenos Aires.

Betancor Rodríguez,  A.  et al .  (2004) EMAS: 
análisis,  experiencias e implantación, 
Ecoiuris,  España.

Bowen, H.  (1953) La responsabilidad social 
de los empresarios.  La auditoría,  vínculos 
con otras ciencias y saberes,  Estados Unidos 
de América.

Bowen, H. ,  Gond, J.  & Bowen, P.  (2013) Social 
Responsibilities of the Businessman.  Uni-
versity of Iowa Press.  EUA.

Borregoard,  N.  (2012) Uso de instrumentos 
económicos en la política ambiental.  Análi-
sis de casos para una gestión eficiente de la 
contaminación en Chile.  Comisión Nacional 
de Medio Ambiente.  Obispo Donoso 6,  San-
tiago,  Chile.

Bracamontes Aldana,  J.  (1994) Marco legal 
de las auditorías ambientales en el  mundo. 
La protección ambiental  con la combinación 
de legislación,  regulación y políticas volun-
tarias a la industria.  UNAM. México.

Boaz Moselle,  J.  y  Richard,  S.  (2011)  Electri-
cidad verde:  energías renovables y sistema 
eléctrico.  Editorial  Marcial  Pons,  Madrid.

Broseta Pont,  M.  (2010) Manual de Derecho 
Mercantil ,  Editorial  Tecnos,  Madrid.
Becker,  F.  (2009) Tratado de regulación del 
sector eléctrico.  Aspectos jurídicos.  Tomo I , 
Editorial  Thomson Aranzadi,  España. 

Becker,  F.  et  al .  (2010) Tratado de energías 
renovables:  Aspectos jurídicos,  Tomo II ,  Edi-
torial  Aranzadi,  Cizur Menor.

Caferrata,  N.  (2009) Teoría de los principios 
del Derecho Ambiental,  Revista Abeledo Pe-
rrot,  Argentina.

Cánovas González,  D.  (2010) Licencia am-
biental  y sistemas de responsabilidad,  El 
Derecho Público en Cuba a comienzos del 
siglo XXI,  Editorial  de la Universidad de La 
Habana.

Caraballo Maqueira,  L.  (2014) El  Derecho 
Ambiental.  Realidades y esperanzas,  Edito-
rial  Acuario,  La Habana.

Caldeira Brant,  L.  et  al .  (2016) Desarrollo 
sostenible y matriz energética en Améri-
ca Latina.  La universalización del acceso 
a la energía l impia,  Editorial  Konrad-Ade-
nauer-Stif tung,  Brasil .

Conceptualización del modelo económico y 
social  cubano de desarrollo socialista,  7mo 
congreso del Partido Comunista de Cuba 
(2016) Editorial  Política,  La Habana.

Conesa Fernández-Vitora,  V.  (2003) Instru-
mentos de la gestión ambiental  en la em-
presa,  4a edición,  Editorial  Mundi-Prensa, 
España.

Cubillos,  A.  et al .  (2011)  Energía y Medio Am-
biente.  Una ecuación difícil  para América 
Latina,  Editorial  Universidad Santiago de 
Chile.  Chile.

CITMA (2017) Estrategia Ambiental  Nacional 
2017/2020. La Habana.

CITMA (2018) Programa Nacional de Educa-
ción Ambiental  para el  Desarrollo Sosteni-
ble 2016/ 2020. La Habana.

Cremades,  J.  y  Rodríguez -  Arana,  J.  (2006) 
Derecho de la Energía.  Editorial  La Ley.  Ma-
drid.

Chulia,  F.  (2005) Introducción al  Derecho 
Mercantil ,  18ª  edición,  Editorial  Tirant Lo 
Blanch,  Valencia.

D’  Estéfano Pisani,  M.  (1996) Derecho Am-
biental  Internacional,  Editorial  Ciencias So-
ciales,  La Habana.

Díaz Legón,  O.  et al  (2016) Apuntes sobre 
la Ley No.  113,  Del Sistema Tributario,  en el 
marco de las transformaciones económicas 
en Cuba.  Estudios Jurídicos,  Editorial  Loy-
naz,  Pinar del  Río.

Di Cagno,  V.  et al .  (2005) La protección del 
medio ambiente en Cuba,  Editorial  Ciencias 
Sociales,  La Habana.

Delgado Díaz,  C.  (2002) Cuba verde:  en bus-
ca de un modelo para la sustentabilidad en 
el  siglo XXI,  Editorial  Félix Varela.  La Haba-
na.

Drnas de Clément,  Z.  (2016) EL Derecho Am-
biental  y el  Derecho de la Energía,  ¿Paradig-
mas              compatibles o contrapuestos? 
Argentina.

VI.	 Referencias	bibliográficas



AMICUS CURIAE
Revista Electrónica de la Facultad de Derecho

Esteve Pardo,  J.  (2014) Lecciones de Dere-
cho Administrativo.  Editorial  Marcial  Pons, 
4ª  edición,  España.

Esteve Pardo,  J.  (2008) Derecho del me-
dio ambiente,  2ª  edición,  Editorial  Marcial 
Pons,  España.

Elstein,  S.  (2012) La auditoría del  medio am-
biente crece y evoluciona para afrontar los 
retos de un ambiente cambiante,  Revista de 
Auditoría Gubernamental,  INTOSAI.  España.

Embid Irujo,  A.  et al  (2008) Agua y Energía, 
Editorial  Civitas-  Thomson Reuters,  Cizur 
Menor,  pp.  249

Fernández Rubio-Legra,  Á.  (1999) Derecho 
Ambiental  Internacional,  Editorial  AFR, La 
Habana.

Fernández-Rubio Legrá,  Á.  (1999) Ley No.  81 
en más de 150 preguntas y respuestas,  Edi-
torial  MINJUS, La Habana. 

Fernández De Gatta Sánchez,  D.  (2008) De-
recho Ambiental,  Editorial  Trivium, España.

Fernández de Gatta Sánchez,  D.  (2008) Las 
auditorías ambientales,  Editorial  Tirant lo 
Blanch,  España.

Fernández de Gatta Sánchez,  D.  (2004) 
Principios del Derecho Ambiental,  la res-
ponsabilidad social  corporativa en materia 
ambiental,  Boletín Económico ICE No.  2824, 
España.

Fernández Zayas,  J.  (2011)  La investigación 
y desarrollo,  nuevos paradigmas en la em-
presa,  Boletín II  Energía e Industria,  México.
Ferney M. L.  (2003) Inter vención del Estado 
en los negocios jurídicos de energía eléctri-
ca en Regulación Eléctrica:  Estudio jurídico. 
AMIN. Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá.

Fronti  de García,  L.  et  al .  (2003) Auditoría 
ambiental,  un nuevo enfoque profesional, 
Universidad de Buenos Aires,  Argentina.

Hernández Hernández,  R.  (2015) Ley No. 
118,  Ley de la inversión extranjera (edición 
revisada y actualizada),  Editorial  ONBC, La 
Habana.

Herrera Molina,  P.  (2000) Derecho Tributa-
rio Ambiental.  Editorial  Marcial  Pons,  Es-
paña.

Heras,  I .  et  al .  (2008) Evolución de la adhe-
sión del EMAS en la Unión Europea y Espa-
ña,  Editorial  Ambienta,  España.

García Novo,  F.  (2007) Escenario ambiental 
del  modelo energético.  Energía y Regula-
ción,  Editorial  Thomson-Civitas,  Cizur Me-
nor,  pp.  227-253.

Gironella Masgrau,  E.  (1976) El  control  in-
terno y la censura de cuentas,  Editorial  ICE. 
España.  p.  15.

González González,  D.  (2017)  Tesis Maestría: 
Propuestas para la regulación jurídica de la 
Cogeneración en Cuba.  Universidad Central 
Marta Abreu de Las Villas.

González Ríos,  I .  (2011)  El  régimen jurídi-
co-administrativo de las energías renova-
bles y la eficiencia energética,  Editorial 
Thomson-Aranzadi,  Cizur Menor,  Navarra.

Ramírez Ortiz,  D.  et al .  (2014) Derecho Am-
biental  y desarrollo sustentable,  2ª  edición, 
editorial  Porrúa,  México.

Ramírez Sánchez,  A,  & Antúnez Sánchez, 
A.  (2019) El  régimen jurídico de la inspec-
ción administrativa en Cuba.  Apuntes para 
una reforma, Revista Derecho & Paz,  No.  38, 
Brasil .

Rey Santos,  O.  et al .  (2017)  La Ley de medio 
ambiente:  20 años después,  Editorial  UNI-
JURIS,  La Habana.

Rodrigo,  A.  (2015) El  desafío del desarrollo 
sostenible.  Los principios del Derecho Inter-
nacional relativos al  desarrollo sostenible. 
Editorial  Marcial  Pons,  España.

Rodríguez-Campos González,  S.  (2003) El 
fomento de la ecoauditoría como estrate-
gia inter ventora,  Editorial  Thomson Civitas, 
Madrid.

Rodríguez,  T.  L.  et  al .  (2004) Tabloide de 
energía.  Editorial  Academia.  La Habana.
González Ríos,  I .  (2011)  Régimen Jurídi-
co-administrativo de las energías renova-
bles y de la eficiencia energética.  Editorial 
Aranzadi,  Navarra.

Martín Mateo,  R.  (1991)  Tratado de Derecho 
Ambiental,  3  tomos,  1a edición,  Editorial 
Trivium, España.

Martín Mateo,  R.  (2003) Manual de Derecho 
Ambiental,  Editorial  Thomson Aranzadi,  Na-
varra.

Martín Mateo,  R.  (1997) Derecho Adminis-
trativo Ambiental,  6a edición,  Editorial  Tri-
vium, España.

Martin Mateo,  R.  (1982) Nuevo Derecho ener-
gético,  IAP,  España.

Mora Ruiz,  M.  (2007) La gestión ambiental 
compartida.  Función Pública y Mercado. 
Editorial  Lex Nova.  España.  

Mora Ruiz,  M.  (2011)  La ordenación jurídi-
co-administrativa de las energías renova-
bles como pieza clave en la lucha contra el 
cambio climático:  ¿un sector en crisis? Uni-
versidad de Navarra,  España.

Mora Ruiz,  M.  (2010) Los condicionantes 
ambientales de las energías renovables:  el 
ejemplo de la energía eólica y su regulación 
en el  derecho español.  Procedimiento Ad-
ministrativo:  Simplificación administrativa, 
mejora de la eficacia y garantías de los ciu-
dadanos.  Universidad de Navarra,  España.

Moneva Abadía J.  & Lameda Montero I . 
(2004) Sostenibilidad vs rentabilidad en las 
grandes empresas españolas.  La contabili-
dad sin fronteras.  Universidad de Granada, 
España.

Muñoz Machado,  S.  (1998) Ser vicio público y 
mercado.  Tomo IV.  El  sistema eléctrico.  Edi-
torial  Civitas,  Madrid.

Nieto,  A.  (2005) Derecho Administrativo 
sancionador.  4a edición.  Editorial  Tecnos, 
España.

Nogueira López,  A.  (2010) Hacia un EMAS de 
alcance internacional en competencia con 
la ISO 14001:  notas a la revisión del Regla-
mento EMAS, Revista electrónica Actuali-
dad Jurídica Ambiental,  España.

Parejo Alfonso,  L.  (2013) Lecciones de De-
recho Administrativo,  orden económico y 
sectores de referencia,  Editorial  Tirand Lo 
Blanch,  España.

Parejo Alfonso,  L.  (2013) El  derecho al  medio 
ambiente y la actuación de la Administra-
ción Pública,  Editorial  Aranzadi,  España.
Peña Chacón,  M.  et al .  (2019) Derecho Am-
biental  del  siglo XXI,  1ª  edición,  Editorial 
Isolma, Costa Rica.

Peón,  J.  (2008) Desarrollo de f uentes re-
novables en Energía y regulación en Ibe-
roamérica.  Tomo I .  Editorial  Aranzadi,  Cizur 
Menor.

Pereira,  M.  (2016) Hacia la construcción de 
un Derecho Energético Ambiental  como dis-
ciplina autónoma. Revista Jurídicas CUC No 
16,  pp.  181-208.

Pérez Moreno,  A.  (2006) El  Derecho de la 
Energía,  IAAP, Sevilla,  pp.  455-508.
Pichs Madruga,  R.  (2004) Economía mun-
dial,  energía y medio ambiente,  Editorial 
Ciencias Sociales,  La Habana.

PNUMA (2005) Auditoría ambiental:  evolu-
ción histórica y su entorno político institu-
cional.  ONU.

Romanque,  D.  (1996) El  Contador y su Rol en 
la Empresa Ambientalmente Responsable, 
Revista Ambiente y Desarrollo,  Nº 1 ,  España.

Suarez Suaréz,  A.  (1990) La moderna audi-
toria,  análisis conceptual y metodológico. 
Editorial  McGraw-Hill  de Management.  Ma-
drid. 

Jaquenod De Zsogon, S.  (2004) Derecho 
Ambiental,  2a Edición,  Editorial  Dykinson, 
Madrid.

Jaquenod de Zsogon, S.  (1991)  El  Derecho 
Ambiental  y sus Principios Rectores,  Edito-
rial  Dykinson,  Madrid,  p.372.

Jordano Fraga,  J.  (2008) Un desafío para los 
ordenamientos en el  siglo XXI:  el  desarrollo 
sostenible.  QDL.  Fundación Democracia y 
Gobierno Local.  España.

Tarrés Vives,  M.  (2003) Normas técnicas y 
ordenamiento jurídico,  Editorial  Tirant Lo 
Blanch,  Valencia.

Tua Pereda,  J.  (2008) Evolución y situación 
actual del  pensamiento contable.  La inser-
ción de la contabilidad ambiental  en la em-
presa.  Revista Legis de Contabilidad & Audi-
toría,  No 24.  Colombia.

Tua Pereda,  J.  (2012) Pacioli  la partida doble 
y el  renacimiento,  Revista de Contabilidad, 
España.

Juste Ruiz,  J.  (2009) La evolución del Dere-
cho Internacional del  Medio Ambiente,  Es-
paña,  pp.467-474.

Juste Ruiz,  J.  & Bou Franch,  V.  (2017)  El  de-
sarrollo sostenible tras la cumbre de Río + 
20:  desafíos globales y regionales.  Editorial 
Tirant lo Blanch.  España.

Loperena Rota,  D.  (1998) Los principios del 
Derecho Ambiental.  Editorial  Civitas.  Espa-
ña.  p.  87.

López Sako,  M.  (2008) Regulación y auto-
rización de los parques eólicos,  Editorial 
Thomson-Civitas,  Cizur Menor,  España,  pp. 
160 y ss,

Lustosa Da Costa,  C.  (2014) Las auditorías 
coordinadas y sus contribuciones para los 
Estados Federales:  la experiencia de la au-
ditoría en la Amazonía,  Revista OLACEFS Nº. 
15.  Brasil .

Sanz Rubiales,  I .  (2012) El  mercado de los 
derechos a contaminar,  Editorial  Lex Nova, 
España.

Sales de Freitas,  J.  (2013) Auditoría externa 
ambiental  como instrumento de defensa 
del medio ambiente,  Revista De Jure,  Nº 20, 
Brasil .

ONU (2018) 24 Conferencia de las Partes en 
la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el  Cambio Climático (COP24) Polonia.

OLACEFS (2019) Auditoría coordinada:  ener-
gías renovables,  Tribunal de Cuentas de la 
Unión.  Brasil .  Disponible en:   hptt// :www.
tcu.gov.br/energiasrenovaveis

Valls,  M.  (1977) Derecho de la Energía.  Edito-
rial  Abeledo Perrot,  Buenos Aires.

Vercher Noguera,  A.  (2003) Responsabilidad 
ambiental  penal,  civil  y  administrativa,  Edi-
torial  ECOIURIS,  Madrid.

Villardefrancos Álvarez,  M.  (2006) La audi-
toría como proceso de control:  concepto y 
tipología,  Revista Ciencias de la Informa-
ción No 2,  La Habana.

Vicent Chuliá,  F.  (2010) Introducción al  De-
recho Mercantil ,  22 e,  Editorial  Tirant Lo 
Blanch,  Valencia.

Zeballos De Sisto,  M.  (2000) El  Derecho Am-
biental  Internacional:  Esquema de su evolu-
ción,  Editorial  Estudio,  Argentina.

23



AMICUS CURIAE
Revista Electrónica de la Facultad de Derecho

24

Omar Alejandro Medina Hernández
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EL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL 
DE LUXEMBURGO 

El Gran Ducado de Luxemburgo es un País 
con 602,005 mil habitantes que se ubica en el 
centro de Europa y es colindante con Alemania, 
Bélgica y Francia. Es un Estado soberano bajo un 
régimen denominado como Democracia parla-
mentaria con una monarquía constitucional. El 
Jefe de Estado y Gran Duque de Luxemburgo es 
Henri von Nassau desde el 7 de octubre de 2000.  
Según el Índice de Democracia de 2019, Luxem-
burgo ocupa el puesto 12, considerándose como 
una “democracia completa”. La lengua materna de 
la mayoría de los luxemburgueses es el luxembur-
gués, un idioma de Mosela-Franconia antiguamen-
te considerado un dialecto del alemán .  Según la 
ley de idiomas aprobada el 24 de febrero de 1984, 
la lengua nacional es el luxemburgués (artículo 1), 
los actos legislativos se redactan en francés (artícu-
lo 2) y en cuestiones judiciales y administrativas se 
puede elegir entre el luxemburgués, el francés y el 
alemán (artículo 3).

ANTECEDENTES HISTÓRICOS

El Ducado de Luxemburgo comienza en el año 
963, cuando el conde Sigfrido, a través de un acta 
de intercambio con la abadía de San Maximino de 
Tréveris, adquirió una fortaleza situado sobre valle 
del Alzette. Los Condes de Luxemburgo han reu-
nificado el territorio desde el siglo XI hasta el XIII, 
ocupando una extensión entre el Mosa y el Mose-

la. La Dinastía de los Luxemburgo ha contado con 
cuatro emperadores del Sacro Imperio Romano 
Germánico. El primero de ellos en 1308, cuando 
los príncipes electores eligieron al conde Enrique 
VII (1275 - 1313) como rey, por un legado del Papa 
Clemente V se le corona en 1312. En 1354, Carlos IV 
(1316 - 1378) elevó el Condado de Luxemburgo a la 
categoría de ducado. El linaje de los emperadores 
de Luxemburgo se extinguiría con Venceslao (1337-
1400) y Segismundo (1368- 1437) ambos no tuvie-
ron descendencia. El Ducado de Luxemburgo se 
convirtió así en una provincia de los Países Bajos 
en 1443, cuando el duque de Borgoña, Felipe el 
Bueno, conquistó la ciudad de Luxemburgo. El 
Ducado pertenecería posteriormente a los Habs-
burgo españoles (siglos XVI y XVII), y a los Habsbur-
go austríacos (siglo XVIII). Finalmente en 1795, los 
ejércitos revolucionarios franceses lo conquistaron, 
anexionándose a Francia, bajo la denominación 
de “département des Forêts”.

Con la caída del Imperio napoleónico y el Con-
greso de Viena en 1815, Luxemburgo sería desig-
nado como gran ducado autónomo bajo el reina-
do de Guillermo I de Orange-Nassau, rey de los 
Países Bajos. En 1830 con la Revolución Belga, y 
su posterior declaración de reino en 1831, la admi-
nistración de Luxemburgo le competiría a Bélgica, 
a pesar de que la ciudad seguía bajo los dominios 
holandeses. El Tratado de Londres del 19 de abril 
de 1839 establecería el reparto del Gran Ducado 
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de Luxemburgo entre ambos países. Bélgica se 
anexionó su parte, y los Países Bajos, debido a la 
falta de fronteras colindantes, cedieron autonomía 
propia al nuevo Estado de Luxemburgo. En 1841 se 
emite la Carta Constitucional, posteriormente tres 
Constituciones sucesivas (1848, 1856 y 1868) confi-
rieron una base institucional al Estado, garantizan-
do los derechos y libertades fundamentales de los 
ciudadanos, e irguiéndose bajo el régimen político 
de una democracia parlamentaria con una mo-
narquía constitucional. Con la muerte en 1890 de 
Guillermo III la corona gran ducal pasó a la rama 
de los Nassau-Weilburg, desde entonces, Luxem-
burgo contó con su propia dinastía, cuyo primer 
duque representante Adolfo de Nassau-Weilburg 
y Sajonia-Hildburghausen (1817 - 1905).

En el siglo XX, Luxemburgo sería ocupado por 
tropas alemanas en 1914, bajo el consentimiento 
de la gran duquesa María Adelaida (1894 - 1924), lo 
que ocasionó que después de la retirada del ejér-
cito en 1918, la izquierda exigiera el derrocamien-
to de la dinastía, conllevando a que, en enero de 
1919, ella abdicara en favor de su hermana Carlota 
(1896 - 1985). Las demandas sociales de inicio del 
siglo ocasionaron que el sufragio femenino activo 
y pasivo se introdujera, cuando la asamblea cons-
tituyente decidió el 8 de mayo de 1919 extender 
el derecho de voto a todas las mujeres y hombres 
de nacionalidad luxemburguesa mayores de 21 
años. En septiembre de 1919, el Gobierno luxem-
burgués a través de un referéndum consolidó la 
Monarquía, y se dio el consentimiento para que 
en 1921 se celebrara la Unión Económica Belgo-lu-
xemburguesa (UEBL). No obstante, con la segun-
da guerra mundial, la gran duquesa Carlota y el 
Gobierno luxemburgués se exiliaron en Londres, el 
10 de mayo de 1940, cuando las tropas de la Ale-
mania nazi invadieron Luxemburgo, instaurando el 
Nacional Socialismo en las estructuras del Estado. 
Empero las leyes de Núremberg ya habían sido 
adoptadas por Luxemburgo desde 1935, generan-
do discriminación para los judíos locales y migran-
tes, además de un nacionalismo identificado con 
la descendencia alemana y el origen étnico de los 
habitantes de Luxemburgo. Con la finalización de 
la Segunda Guerra Mundial en 1945, la duquesa 

Carlota regresa al País, e instauró el régimen del 
gobierno anterior. 

En la segunda mitad del Siglo XX, a Luxembur-
go se le considera con una destacada participación 
en la política exterior europea, es miembro funda-
dor de la Organización de Naciones Unidas (ONU) 
en 1945, del Pacto de Bruselas en 1947, de la Orga-
nización Europea de Cooperación Económica en 
1948 (OECE), del Consejo de Europa y de la Orga-
nización del Tratado del Atlántico Norte en 1949 
(OTAN), y del Benelux pactado en 1944 y entrando 
en vigor en 1960). En 1951, se unió a la Comunidad 
Europea del Carbón y del Acero (CECA), en 1957, a 
la Comunidad Económica Europea (CEE) y poste-
rior Unión Europea, siendo el primer país en ratifi-
car el Tratado de Maastricht en 1992. Finalmente, 
en el 2002, el euro se introdujo como sucesor del 
franco luxemburgués como medio oficial de pago 
en las transacciones en efectivo. Luxemburgo es la 
sede de distinguidas instituciones europeas, entre 
ellas el Tribunal de Justicia Europeo, el Tribunal de 
Cuentas Europeo, el Banco Europeo de Inversio-
nes y la Secretaría del Parlamento Europeo. 

REGIMEN DEL ESTADO

El Gran Ducado de Luxemburgo es un Estado 
soberano e independiente desde el Tratado de 
Londres del 19 de abril de 1839, es una democracia 
parlamentaria con una monarquía constitucional, 
cuya corona es hereditaria dentro de la familia Nas-
sau. La separación de poderes es flexible, el poder 
legislativo y el poder ejecutivo trabajan conjunta-
mente, mientras que el poder judicial es indepen-
diente. El Derecho en Luxemburgo es Románico o 
Continental, basado en codificación, por una parte, 
el Derecho Privado y Penal están influenciados por 
el Código civil francés napoleónico, en cambio el 
derecho administrativo y el Derecho Tributario se 
parecen al modelo alemán. 

Peter Gilles:  La emancipación del Lëtze-
buergeschen de la estructura de los dia-
lectos alemanes.  de “Journal for German 
Philology” 117 1998,  págs.  20–35;  Robert 
Bruch:  Fundación de una historia de luxem-
burgués,  Publications scientifiques et l it-
téraires du Ministère de l ’Éducation natio-
nal,  vol.  I .  Luxemburgo,  1953;  Robert Bruch: 
luxemburgués en el  distrito occidental de 
Franconia,Publications scientifiques et l it-
téraires du Ministère de l ’Éducation natio-
nale,  vol.  I I .  Luxemburgo 1954.

SERVICIO DE INFORMACIÓN Y PRENSA DEL 
GOBIERNO DE LUXEMBURGO, 2019,  “Todo 
lo que necesita saber sobre el  Gran Ducado 
de Luxemburgo”,  consultado el  21  de mayo 
de 2020, https://luxembourg.public.lu/
d a m - a s s e t s / p u b l i c a t i o n s / t o u t - s a v o i r - s u r -
l e - g r a n d - d u c h e - d e - l u x e m b o u r g / t o u t - s a -
voir-sur-le-grand-duche-de-luxembourg-es.
pdf
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En Luxemburgo la organización de las fuen-
tes del derecho atiende al criterio de jerarquía. La 
Constitución es la fuente de rango superior, segui-
da por las leyes y los reglamentos ministeriales y 
grandes ducales. La validez formal de estos últi-
mos, con arreglo a lo dispuesto por la Constitución, 
necesita de aprobación ministerial. 

El 12 de octubre de 1841 se publicó la constitu-
ción del Gran Ducado de Luxemburgo, la cual en-
tró en vigor el 1 de enero de 1842. El 20 de marzo 
de 1848 se adoptó una nueva constitución, que fue 
modificada el 27 de noviembre de 1856 de mane-
ra inconstitucional. Una extensa revisión del texto 
de 1848 entró en vigor el 17 de octubre de 1868. 
Posteriormente la Constitución ha tenido varias re-
formas, entre ellas la transferencia de soberanía del 
Gran Duque a la nación, la democratización del 
derecho al voto, y el establecimiento del sistema 
parlamentario. 

El Poder ejecutivo es conformado por el Gran 
Duque y los miembros del Gobierno, que lo se-
cundan en el ejercicio de sus poderes constitucio-
nales. El Gran Duque es el jefe del Estado, cuya 
personalidad goza de inmunidad e inviolabilidad. 
El artículo 3 de la constitución actual del Gran Du-
cado de Luxemburgo establece que la corona del 
Gran Ducado es hereditaria en la familia Nassau, 
de conformidad con el contrato del 30 de junio de 
1783, Artículo 71 del tratado de Viena del 9 de junio 
de 1815 y el Tratado de Londres del 11 de mayo de 
1867. El acta del Gran Duque pueda surtir efecto, 
solo al estar refrendada por un miembro del Go-
bierno, que asume toda la responsabilidad minis-
terial equivalente, además de ostentar, el carácter 
jurídico, penal, civil o político. Toda acta firmada 
por el Gran Duque debe someterse a la delibe-
ración del Consejo de Gobierno. La Constitución 
concede al Gran Duque el derecho de organizar 
libremente su Gobierno, facultándolo de; 

1) crear ministerios; 
2) distribuir los departamentos ministeriales y 
3) nombrar a sus miembros. 

El poder legislativo se compone de; el Parla-
mento, el Gobierno y el Consejo de Estado. El Par-
lamento está formado por 60 diputados elegidos 
por sufragio universal cada cinco años. Las facul-
tades del parlamento son; 1) votar los proyectos y 
propuestas de ley; 2) derecho de iniciativa parla-
mentaria, ejercido mediante la presentación de 
propuestas de ley. En el proceso legislativo, las le-
yes votadas por el Parlamento son promulgadas 
y publicadas por el Gran Duque. El texto legislati-
vo entra en vigor después de su publicación en el 
compendio legal conocido como el Memorial. Las 
leyes se someten dos veces a la votación del Par-
lamento. En materia reglamentaria, todo proyec-
to de reglamento gran ducal debe someterse al 
dictamen del Consejo de Estado, salvo en caso de 
urgencia, cuestión a sopesar por el Gran Duque. 

El Gran Duque posee un derecho de iniciativa 
legislativa, ejercido de hecho por el Gobierno. El 
Gran Duque también elige al informador quien es 
el responsable de coordinar los encuentros preli-
minares, y al formador, el responsable de formar 
gobierno y posterior primer ministro. El formador 
presenta al Gran Duque el equipo de miembros 
del Gobierno para que éste proceda a su nom-
bramiento y juramento. Los ministros pueden ser 
titulares de varios departamentos ministeriales. 
La Constitución otorga al Gran Duque el derecho 
de cesar un miembro del Gobierno. El Gobierno 
nombrado presenta su programa político ante el 
Parlamento quien debe otorgarle su confianza a 
través de la mayoría absoluta. La sanción de la res-
ponsabilidad política de los ministros consiste en 
la obligación de cesar en sus funciones cuando el 
Parlamento les niega su confianza es decir la mo-
ción de censura. 

El Consejo de Estado es un órgano consultivo 
del Ejecutivo compuesto por 21 consejeros, nom-
brados y cesados por el Gran Duque. El Consejo 
de Estado tiene las facultades legislativas de emitir 
un dictamen sobre los proyectos, enmiendas, pro-
puestas de ley y proyectos de reglamentos gran 
ducales. El Consejo de Estado debe garantizar a 

26



AMICUS CURIAE
Revista Electrónica de la Facultad de Derecho

xemburgo es la capital del Gran Ducado y la sede 
del gobierno.

Los partidos políticos que tienen participación 
en Luxemburgo son, el Partido Liberal Democráti-
co (DP) (Déi Blo), el Partido Socialista de los Traba-
jadores de Luxemburgo (LSAP) (Déi Roud) y los Ver-
des (Déi Gréng) han gobernado en una coalición 
desde el 4 de diciembre de 2013. La oposición la 
forman el partido el Partido Social Cristiano (CSV) 
(Déi Schwartz), el Partido de Reforma Democrática 
Alternativa (ADR) de derecha, Die Linke (Déi Lénk) 
y los Piratas. Los partidos que no cuentan con re-
presentación en el Parlamento son el Partido Co-
munista de Luxemburgo (KPL), el Partido para la 
Democracia Integral (PID) y los Conservadores (Déi 
Conservative).

CONCLUSIÓN: 

Luxemburgo es un país con un régimen que 
combina la tradición monárquica con la democra-
cia del Estado moderno. La historia del territorio, 
nos demuestra que es un territorio jurídicamente 
protegido, parte de ello del pasado imperial con él 
contó la primera dinastía de los Luxemburgo que 
gobernaron el Sacro Imperio Romano Germánico, 
y la posterior confirmación de la autonomía del 
territorio a raíz del Congreso de Viena de 1815. Si 
bien es verdad que la Constitución confiaba en la 
figura del Duque amplias facultades, las posterio-
res reformas y modernización del Derecho en Lu-
xemburgo han logrado depositar la soberanía en 
la Nación. Pese al pequeño número de habitantes 
de Luxemburgo, su labor diplomática lo ha conver-
tido en uno de los principales actores de la Unión 
Europea. En general Luxemburgo demuestra que 
la democracia puede ser compatible bajo un ré-
gimen Monárquico, y a la vez, el ducado ha sido 
partícipe de la cesión de soberanía a su pueblo.

priori la conformidad de los textos legislativos con 
las normas superiores de derecho, que son la Cons-
titución, los convenios y los tratados internaciona-
les, así como los principios generales del derecho. 

La Constitución encarga a los tribunales y juz-
gados el ejercicio del poder judicial, garantizando 
su independencia en el ejercicio de sus funciones. 
Al Tribunal Constitucional se añaden dos órdenes 
jurisdiccionales: los pertenecientes al orden judi-
cial; 1) Tribunal Superior de Justicia que incluye el 
Tribunal de Apelaciones y el Tribunal de Casación; 
2) Juzgados de Distrito (Luxemburgo y Diekirch); y 
3) Juzgados de Paz (Esch an der Alzette, Luxem-
burgo y Diekirch ) ; y los del orden administrativo; 1) 
Tribunal Administrativo y 2) Juzgado Administrativo 
En materia penal y civil, el Tribunal de Casación es 
el órgano judicial más alto del país. En Luxembur-
go se ha asignado un Tribunal Constitucional des-
de 1996, el cual tiene la competencia para juzgar 
la conformidad de las leyes a la Constitución. La or-
ganización de la Cour Constitutionelle está funda-
mentada por la ley de 27 de julio de 1997 y, regido 
por el artículo 95 ter de la Carta constitucional que 
describa el decreto sobre la conformidad de las 
leyes a la Constitución adoptada por un Tribunal.

En Luxemburgo existe la figura del Ombuds-
man para salvaguardar los derechos fundamenta-
les de los habitantes del país. 

La división administrativa del territorio de Lu-
xemburgo se ha dividido en 12 cantones con 116 
municipios, se establecen en el artículo 2 de la 
Constitución de Luxemburgo. El 1 de enero de 
2012, 16 municipios se han fusionado en 6 nuevas 
entidades (Clervaux, Parque Hosingen, Äerenzda-
ll, Esch-sur-Sûre, Käerjeng y Schengen). El número 
de municipios de Luxemburgo ha disminuido a 
106. Además, que el 3 de octubre de 2015 se han 
abolido la división en distritos (Grevenmacher, Lu-
xemburgo, Diekirch) fundamentados en la ley de 
1843. Los municipios son organismos autónomos 
sujetos a la supervisión legal de los comisionados 
de distrito designados por el Gran Duque. Doce de 
ellos tienen estatus de ciudad. La ciudad de Lu-

La Oficina del Defensor del Pueblo –  «Ombudsman» –  ha 
sido creada en el  Gran Ducado el  1  de mayo de 2004. 
El  Defensor del Pueblo,  cuya sede se encuentra en la 
Cámara de los Diputados,  es un órgano independiente 
que no recibe instrucción de otras autoridades.  No de-
pende ni  de la Administración ni  del  Gobierno.  Es nom-
brado por la Cámara de los Diputados por mayoría sim-
ple por ocho años y su mandato no se puede renovar.  El 
Defensor del Pueblo recibe reclamaciones de parte de 
los ciudadanos relativas a las actuaciones de la Admi-
nistración del Estado y de los municipios.

El  artículo 107 de la Constitución prevé que los munici-
pios forman colectividades autónomas,  con base terri-
torial ,  personalidad jurídica y capacidad de gestionar 
el  propio patrimonio y sus propios intereses.  Para cada 
uno de los municipios se prevé la elección directa del 
Consejo Municipal al  que corresponde la aprobación 
del presupuesto anual,  la adopción de las ordenanzas 
municipales y la imposición de tributos,  tras la apro-
bación previa por parte del Gran Duque.  Este último, 
como se ha previsto por la Constitución,  tiene el  poder 
de disolver los Consejos Municipales.
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CONVOCATORIA
Se convoca a estudiantes, académicos y 

todo interesado del derecho a enviar artículos 
académicos, notas o reseñas para 
participar en AMICUS CURIAE cuarta época, 
publicación de investigación y contenido jurídi-
co, editada por la Secretaría Técnica de Cuerpos 
Colegiados de la Facultad de Derecho de la 
UNAM.

El Comité Editorial someterá a 
dictamen arbitral los artículos que 
cumplan con ser originales e inéditos y no 
estar comprometidos para su publicación 
en cualquier otro medio impreso o digital.
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* Criterios editoriales: 

http://www.derecho.unam.mx/ofer-
ta-educativa/licenciatura/distancia/
anexos/CriteriosAmicus_070514.pdf

* Lineamientos de presentación, retomar 
en lo aplicable los publicados en: 

http://www.juridicas.unam.mx/publica/
critedit/critedit.pdf

* Los textos deberán enviarse a:

amicus@derecho.unam.mx.
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